
Capítulo II

Modelo de Registro del Estado Civil Venezolano

Corresponde ahora examinar brevemente las normas jurídicas que regulan el
Registro del Estado Civil, para así desentrañar de ellas los principios secto-
riales que se aplican a esta área del ordenamiento jurídico. Entonces, para
alcanzar el propósito planteado, se demanda realizar una descripción del nue-
vo modelo registral creado a través de la Ley Orgánica de Registro Civil, ello
en razón que este último representa una evolución que altera una tradición de
más de un siglo, y sin su debida ponderación es cuesta arriba poder extraer
los principios que rigen en el Registro Civil venezolano.

Concretamente, después de definir lo que se entiende por Registro del Estado
Civil, se examinará su sistema u organización subjetiva, es decir, los órganos
o entes que lo integran e igualmente su organización objetiva, que correspon-
dería a la sistematización de los hechos o actos objeto de registro o, en otros tér-
minos, el modelo de archivo, que, en este caso, es electrónico y automatizado.
Recuérdese que, únicamente teniendo lo anterior bien claro, se puede explicar
con utilidad cuáles son los principios sectoriales que rigen en el modelo actual
de Registro Civil, lo cual se efectuará en el capítulo III de este trabajo.

2.1. Registro del Estado Civil. Delimitación conceptual

La importancia de organizar el cúmulo de información asociada al estado
civil originó prontamente la necesidad de instaurar una institución que de for-
ma espacial se encargara de dicha función y, si bien su origen se remonta al
siglo XV, concretamente a la práctica cristiana de llevar un catastro de los
principales sacramentos católicos para sus fines particulares –bautizo y
matrimonio, añadiéndose la defunción por su relevancia asociada con las
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exequias–, el Estado entendió que dicha recopilación de datos era útil, de allí
que la concentrara posteriormente como parte de su actividad116.

En efecto, distintos cambios han ocurrido desde los albores del Registro;
como se indicó, al principio era fundamentalmente llevado por la Iglesia
Católica, a través de sus diferentes sedes y según algunas regulaciones esta-
blecidas en un inicio por medio del Derecho Canónico y posteriormente deri-
vadas del Estado; pero con el devenir de la codificación, iniciada con el
Código Civil francés (1804), se comenzó a postular que el registro debía ser
civil y, por tanto, debían sustituirse en el Estado  las competencias que hasta
dicho momento tenía la Iglesia.

En Venezuela, los primeros Códigos Civiles de 1862 y 1867, mantuvieron el
registro católico regulando las formalidades de los libros y de los actos regis-
trables, siendo durante la presidencia de GUZMÁN BLANCO que, a través de la
«Ley sobre Matrimonio Civil y Registro de los Actos del Estado Civil» 
de 1873 se determinó un registro seglar y con ello de carácter exclusivamente
«civil»117; disposiciones que posteriormente fueron incorporadas textualmen-
te al Código Civil de ese mismo año118.

116 Cfr. OSSORIO, Manuel: Diccionario de ciencias jurídicas, políticas y sociales. Heliasta.
Buenos Aires, 1974, p. 654, quien afirma: «Las ventajas derivadas de estos registros
religiosos se hicieron tan evidentes, que las autoridades civiles decidieron hacerse
partícipes de los mismos, dando plena fe a los asientos de los libros parroquiales».

117 Comenta LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 18, que en España «la implanta-
ción del Registro Civil secular no fue una realidad hasta la Ley del Registro Civil de 17
de julio de 1870, dictada como consecuencia del principio de libertad de cultos procla-
mado en la Constitución de 1869». De la anterior cita se puede concluir que tal reforma
foránea debió ser una influencia decisiva para la secularización de nuestro Registro.

118 Sostiene DOMINICI, Aníbal: Comentarios al Código Civil venezolano (reformado en
1896). Tomo I. Editorial REA. Caracas, 1962, p. 536, «La secularización del Registro
del Estado Civil es pues, una de las más preciosas conquistas de la libertad y la civi-
lización; independiza al hombre del poder y de la influencia de preceptos emanados
de una religión, que no es quizá la que profesa, y le hace dueño de su personalidad en
la sociedad civil de que es miembro, sin impedirle la facultad de llenar sus deberes
religiosos en el fuero de su conciencia libre».
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Desde aquel remoto 1873, hasta finales del siglo XX, no se observaron modi-
ficaciones sustanciales en lo tocante a la organización del registro –ni en las
formalidades, ni en los hechos y actos objeto de inscripción–, no obstante las
constantes críticas y los loables esfuerzos de algunos entes públicos y acadé-
micos por impulsar una transformación que solventará las fallas de un siste-
ma ya para entonces arcaico e inoperante119. Ocurre entones la refundación
del Estado con la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de
1999, que disciplina, tal vez, un hecho sutil en la forma, pero de efectos real-
mente significativos, el cual consistió en atribuir la competencia en materia
de Registro del Estado Civil al Consejo Nacional Electoral y como conse-
cuencia la promulgación de la novel Ley Orgánica de Registro Civil, que
entró en vigencia en marzo de 2010.

Ahora bien, antes de entrar en materia, conviene destacar que el ordenamiento
jurídico regula distintos registros, es decir, oficinas públicas que almacenan
datos de diferente naturaleza tanto administrativa como jurídica120. En parti-
cular, interesan los registros jurídicos, es decir, aquellos que resguardan actos
o hechos privados; en palabras claras, entes que forman parte de los Poderes
Públicos y que tienen como misión recopilar datos referentes al Derecho pri-
vado, sean de carácter civil o mercantil, con la finalidad de que produzcan
determinados efectos jurídicos: constitutivos o probatorios121. Concretamente,

119 Vid. los distintos proyectos de reforma en: Código Civil de Venezuela artículos 445 al
463. UCV. Claudia MADRID M., relatora. Caracas, 1999, pp. 89 y ss.

120 Cfr. CORNEJO, Américo Atilio: Derecho registral. Astrea. Buenos Aires, 1994, p. 6,
quien siguiendo a CHICO Y ORTIZ, apunta: «se debe distinguir los registros administrati-
vos de los registros jurídicos». MARÍN LÓPEZ, Juan José: «La ordenación de los registros
e instrumentos públicos como título competencial del Estado». En: Derecho Privado y
Constitución. N° 2. CEPC. Madrid, 1994, pp. 145 y 146, parafraseando también a CHICO

Y ORTIZ, señala que serían registros jurídicos los que generan documentos públicos, es
decir, «la inscripción produce un ‘efecto jurídico’ basado en la publicidad»; por su parte,
«administrativo es ‘un archivo, fichero, sin más trascendencia que el control que ello
lleva consigo o como requisito de carácter administrativo’». Ejemplo de este último,
sería el Registro Nacional de Arrendamiento de Vivienda creado por la Ley para la
Regulación y Control de los Arrendamientos de Vivienda (artículos 20 N° 13; 22 y 48).

121 DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual de Derecho Civil I…), p. 142, define al Regis-
tro como una «Institución jurídica de carácter público en la que se hace constar de un
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se hace alusión al «Registro Público»122 –denominado también «Oficina Sub-
alterna»123 o registro inmobiliario–, así como al Registro Mercantil o de
Comercio y, por último, al Registro Civil identificado también como: «Registro
del Estado Civil».

Luego, cada oficina mencionada cumple funciones específicas, así, por ejem-
plo, en el Registro Público se inscriben principalmente todos los actos que
afecten las relaciones jurídicas que recaen sobre bienes inmuebles, además de
aquellos actos donde la Ley de forma expresa exige su inscripción, tales
como las actas constitutivas y los estatutos de la personas jurídicas (artículo 19
del Código Civil), igualmente se asientan en dicha Oficina las capitulacio-
nes matrimoniales (artículo 143 eiusdem)124, idéntica suerte siguen las
modificaciones de los actos anteriores. Al Registro Mercantil le correspon-
de llevar los asientos de los actos de comercio y lo tocante a la constitución de
la cualidad de comerciante125.

Con este panorama parcialmente dibujado, corresponde delimitar un concep-
to de Registro del Estado Civil, siendo que la doctrina se ha ocupado de pro-
poner diferentes definiciones:

El ya clásico AGUILAR GORRONDONA indica: el «Registro del Estado Civil tie-
ne por finalidad servir de fuente de información sobre el estado de las perso-
nas y suministrar medios probatorios de fácil obtención y señalada eficacia
para demostrar el estado de las mismas»126.

modo auténtico ciertos actos y hechos jurídicos. Pretende servir de fuente de informa-
ción a los terceros y permitir una prueba preconstituida respecto de tales actos». 
Cfr. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: Diccionario de Derecho Civil. Panapo.
Caracas, 2009, p. 142.

122 Vid. artículos 1913 al 1928 del Código Civil.
123 Vid. artículos 19, 143, 190, 721, 866, 989, 1651 y 1842 del Código Civil.
124 Cabe destacar que la Ley Orgánica de Registro Civil determina que en el acta de matri-

monio se debe indicar si se celebró capitulaciones matrimoniales (artículo 104 Nº 5).
125 Vid. artículo 19 del Código de Comercio, donde se detalla el catálogo de actos inscri-

bibles en el Registro en cuestión.
126 AGUILAR GORRONDONA, José Luis: Derecho Civil (personas). 8ª, UCAB. Caracas,

1985, p. 100.
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OBANDO SALAZAR lo define como: «la institución que con carácter de servi-
cio administrativo, tiene a su cargo la inscripción de los hechos afectantes al
estado de las personas, para que públicamente conste de la versión oficial
sobre la existencia, estado y condición civil de cada individuo»127.

LUCES GIL señala, en su obra, que puede ser definido como: «la institución
que tiene por objeto dar publicidad a los hechos y actos que afectan al estado
civil de las personas, cooperar, en ciertos casos, a la constitución de tales
actos y, proporcionar títulos de legitimación de estado civil»128.

Entonces, se podría definir al Registro del Estado Civil como la oficina
pública que tiene por misión recopilar los hechos y actos que afectan directa-
mente al estado civil de las personas, así como aquellos datos que son rele-
vantes a los fines de conformar el padrón electoral, creando un catastro que
sirve de prueba preconstituida, con valor de fe pública, que el ordenamiento
le imprime a los hechos y actos allí inscritos.

2.2. Sistema Nacional de Registro Civil

Para dilucidar la organización administrativa del Registro del Estado Civil, se
requiere ponderar que la misma se sustenta en un modelo jerarquizado que va
desde órganos con competencia nacional hasta unidades municipales o parro-
quiales. Cada uno de los entes que lo conforman poseen específicas atribuciones
y, en conjunto, permiten recabar y organizar un sistema de Registro confiable.

Es la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (artículos 292 y
293 Nº 7), la que establece que el Consejo Nacional Electoral lo integra, entre
otros organismos, la «Comisión de Registro Civil y Electoral» y entre sus
funciones se encuentra la de «Mantener, organizar, dirigir y supervisar el
Registro Civil y Electoral»129.

127 OBANDO SALAZAR, Ramón Augusto: El Registro del Estado Civil. Imprenta Oficial.
Mérida, 1966, p. 24.

128 LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 17.
129 Vid. TSJ/SC, sent. N° 2651, Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela

N° 5670 extraordinario, del 15-10-03, en la cual se decide sobre dos recursos de inter-
pretación de los artículos 174, 292 y 293 Nº 7, de la Constitución.
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A raíz del aludido mandato constitucional, la Ley Orgánica del Poder Electo-
ral130, además de ratificar lo indicado en la Carta Magna131, determina que la
Comisión de Registro Civil y Electoral tiene como finalidad: «… la centrali-
zación de la información del Registro del Estado Civil de las personas natu-
rales, el cual se forma de la manera prevista en la ley respectiva. Igualmente
asumen la formación, organización, supervisión y actualización del registro
civil y electoral».

De lo dicho hasta ahora, conviene subrayar que lo que se pretende es estable-
cer un registro electoral con fines propios para garantizar la transparencia de
los sufragios y para cumplir tal objetivo, el mismo se conformará con los
datos relevantes que proporciona el Registro del Estado Civil; de allí que son
dos catastros que se complementan y donde cada uno cumple funciones pri-
vativas. El «Registro Civil» resguarda la información más relevante para las
personas naturales, los principales hechos o actos que alteran su estado civil
y además se inscriben ciertas circunstancias trascendentes para fines electo-
rales. Por su parte, el «Registro Electoral» determina el empadronamiento de
los votantes que participan en los diferentes sufragios que dirige el Consejo
Nacional Electoral.

Entonces, es el espíritu de armonización el que guía al constituyente para que
determine que el Registro del Estado Civil sea asumido por el Consejo
Nacional Electoral, ya que siendo este el competente en todo lo referente a las
elecciones y demás derechos políticos asociados, resulta pertinente que al
mismo tiempo sea el que organice, gobierne y supervise la institución deno-
minada «Registro del Estado Civil»132.

130 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 37573, del 19-11-02.
131 Así el artículo 292 de la Constitución se ve reproducido en los artículos 1 y 44 de

la Ley Orgánica del Poder Electoral y, en lo tocante a las atribuciones, el artículo 19
Lex cit. se encarga de desarrollar tales competencias.

132 Tal reunión de funciones se evidencia en algunos países de Latinoamérica, así GON-
ZÁLEZ LOBATO, Eglée: Registro electoral venezolano. Ediciones Paredes. Caracas,
2012, pp. 144 y ss. lo observa en Colombia, Costa Rica, Panamá, Bolivia y Nicaragua
aunque con particularidades.
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Ciertamente, se observa una modificación sustancial en cuanto a la organiza-
ción del Registro Civil, en relación con el arquetipo anterior que descansaba
en las figuras de los prefectos y los jefes civiles, con la participación de otros
sujetos, como el juez civil, el alcalde, el síndico municipal, el Concejo Munici-
pal y los registros principales, entes y órganos que ejercían funciones especiales
en materia registral, pero que, en general, no estaban dotados de la debida sis-
tematización y coherencia en el ejercicio de sus funciones. El panorama narra-
do es corregido, si se quiere, con la Ley Orgánica de Registro Civil que inicia
el diseño de su modelo con la regulación de un «Sistema Nacional de Registro
Civil», donde participan diferentes entes, pero todos bajo la rectoría del Consejo
Nacional Electoral133.

Dicho «Sistema» es definido por los redactores del Proyecto de la Ley Orgáni-
ca de Registro Civil, como «el conjunto de órganos del Poder Público que, bajo
el principio de coordinación, van a converger en un objetivo común, cual es la
organización y formación de un Registro Civil centralizado, completo, cohe-
rente, seguro, confiable y efectivo»134. Por su parte, el artículo 10 del Regla-
mento de la Ley Orgánica de Registro Civil indica como su objeto: «… la
coordinación de políticas, planes, acciones y estrategias entre los órganos que
lo conforman, dirigidas a garantizar el derecho humano a la identidad y a la
identificación, mediante la inscripción en el Registro Civil de los actos jurídi-
cos y hechos vitales de manera inmediata y segura, facilitando a todas las per-
sonas la realización de los trámites y procedimientos necesarios para cumplir
con lo establecido en la Ley…».

A tal efecto, señala la Ley Orgánica de Registro Civil varias entidades que
integran el Sistema (artículo 18), diferenciando entre órganos de «gestión»,
de «cooperación» y ejecutores «de las políticas y directrices», a saber:

133 Vid. TRUJILLO GUERRA, Luis: «Reseña de legislación. Ley Orgánica de Registro
Civil». En: Cuestiones Jurídicas. Vol. IV, N° 1. Universidad Rafael Urdaneta. Maracaibo,
2010, pp. 101 y ss.

134 Vid. Informe técnico jurídico del Proyecto de Ley Orgánica de Registro Civil. CNE.
Agosto de 2007, p. 15.
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2.2.1. Órganos de ejecución de políticas y directrices

El Consejo Nacional Electoral es el ente rector y a él se encuentran subordi-
nados varias estructuras administrativas internas, tal es el caso de la Comi-
sión de Registro Civil y Electoral, siendo dicha Comisión el principal órgano
encargado de ejecutar las políticas y directrices que emita el «cuerpo colegiado»
en materia registral.

Así pues, la Comisión de Registro Civil y Electoral, le corresponde «la coor-
dinación de las actividades inherentes al funcionamiento del Sistema» y ejer-
ce su «Secretaria Ejecutiva» (artículos 12 y 13 del Reglamento de la Ley
Orgánica de Registro Civil). Por su parte, según la Ley Orgánica del Poder
Electoral detenta, en lo tocante a la materia de Registro del Estado Civil, las
siguientes atribuciones:

Artículo 59.- La Comisión de Registro Civil y Electoral tiene las siguientes
funciones: 1. Planificar, coordinar, supervisar y controlar el registro civil y
electoral y conservar libros, actas y demás documentos correspondientes.
2. Proponer ante el Consejo Nacional Electoral para su aprobación, las nor-
mas y procedimientos que habrán de seguirse para el levantamiento e ins-
cripción del Registro del Estado Civil de las personas, así como para el
control y seguimiento de dicho registro. 3. Girar instrucciones de obligato-
rio cumplimiento previa aprobación del Consejo Nacional Electoral, a las
alcaldesas y los alcaldes y otros funcionarios para la inscripción y levanta-
miento de las actas de Registro del Estado Civil de las personas. 4. Propo-
ner ante el Consejo Nacional Electoral las personas a ser designadas
agentes auxiliares para el levantamiento e inscripción del Registro del Estado
Civil de las personas en casos especiales o excepcionales…

Luego, para cumplir dichas funciones la Comisión de Registro Civil y Electoral
se organiza en tres oficinas, con competencia a nivel nacional, a saber: i. La Ofi-
cina Nacional de Registro Civil; ii. la Oficina Nacional de Registro Electoral  
y iii. la Oficina Nacional de Supervisión del Registro Civil e Identificación.
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De las indicadas oficinas, tienen carácter ejecutor en materia de Registro Civil:
la Oficina Nacional de Registro Civil, así como la Oficina Nacional de Supervi-
sión del Registro Civil e Identificación, aunque esta última únicamente en los
aspectos específicos relacionados con la fiscalización y auditoria del «Sistema».

A la Oficina Nacional de Registro Civil, le compete a grandes rasgos: «Pla-
nificar, coordinar y controlar las actividades inherentes al Registro Civil de
las personas naturales», así como «Centralizar la información y documenta-
ción concerniente al registro de los nacimientos, matrimonios, divorcios,
defunciones y demás actos que modifiquen el estado civil de las personas, así
como las resoluciones judiciales o administrativas que alteren, incidan o
modifiquen la condición de electora o elector» (artículo 61 de la Ley Orgánica
del Poder Electoral). Entre las funciones más importantes que detenta la Ofi-
cina Nacional de Registro Civil, según el artículo 25 de la Ley Orgánica de
Registro Civil, se ubican: la de evaluar el desempeño de cada oficina y unidad
de Registro del Estado Civil; centralizar la información y documentación de
los hechos y actos susceptible de inscripción; además de crear, organizar el
archivo de la Oficina. Las anteriores atribuciones implican en la praxis la
creación de un ente que establecerá la doctrina administrativa en materia de
Registro del Estado Civil135.

135 Esta doctrina se formará en el ejercicio de las funciones que detenta la Oficina Nacio-
nal de Registro Civil referidas a la emisión de opiniones en caso de solicitud de ins-
cripción de nacimiento para mayores de edad (artículo 88 de la Ley Orgánica de
Registro Civil); la tramitación del procedimiento de nulidad de actas de Registro del
Estado Civil (artículo 150 eiusdem), reconstrucción de actas (artículo 154 Lex cit.),
sustanciación de los procedimientos sancionatorios (artículo 163 de la misma Ley),
entre otros. El Reglamento añade otras actividades que originarían esta «doctrina»,
tales como: emitir instrucciones; dar oportuna respuesta a las consultas en materia 
de Registro del Estado Civil; ordenar notas marginales, inserciones y asentamiento de
actas; realizar seguimiento a la tramitación de los recursos administrativos; y subsanar
las actas que tengan vicios de forma, sin perjuicio de su posible convalidación (artículo 7).
En tal sentido, sería aconsejable que se creará un «Boletín», que como órgano oficial
divulgara la doctrina proveniente de la Oficina Nacional de Registro Civil, en térmi-
nos similares al creado «teóricamente» a través de la Ley de Registros y del Notariado
(Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6156 extraordinario, del
19-11-14) para la difusión de información relevante en materia mercantil (artículo 55).
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Por su parte, la Oficina Nacional de Supervisión del Registro Civil e Identi-
ficación, en materia de Registro Civil, cumple con las siguientes tareas: 
«1. Supervisar y fiscalizar el Sistema Nacional de Registro Civil. 2. Supervi-
sar la actualización de los datos en materia del Registro del Estado Civil de
las personas sobre la base de la información proveniente del Sistema Nacio-
nal de Registro Civil…» (artículo 63 de la Ley Orgánica del Poder Electoral).

En lo que respecta a las antiguas funciones que, según el Código Civil, deten-
taba el síndico municipal y el juez de primera instancia en lo civil, en materia
de revisión de los libros, estas ahora recaen en la Oficina Nacional de Regis-
tro Civil (artículo 25 Nº 7 de la Ley Orgánica de Registro Civil), junto con la
Oficina Nacional de Supervisión del Registro Civil e Identificación (artículo
28 eiusdem)136.

Por último, la existencia de un Registro Principal adscrito al ministerio com-
petente en materia de interior y justicia, y ubicado en cada capital de estado,
con la función básica de resguardar los duplicados de los libros del Registro
del Estado Civil, carece de propósito según el diseño de la Ley Orgánica de
Registro Civil al transferirse dicha atribución a la «Oficina Regional Electo-
ral» respectiva; siendo estas unidades administrativas del Poder Electoral, que
se ubican en cada capital de entidad federal, las encargadas de resguardar los
libros que generen tanto las oficinas de Registro del Estado Civil como las
unidades que se encuentren dentro de su jurisdicción (artículos 28 y 73, en
conexión con la Disposición Transitoria Octava de la Ley Orgánica de Registro
Civil y el artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Electoral)137.

Vale destacar que LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 22, comenta que «en
el ámbito registral civil, la doctrina y las instrucciones de la Dirección General de los
Registros y del Notariado, que viene a ser como una jurisprudencia especial, de gran
valor científico».

136 Basté añadir que, según la Disposición Derogatoria Segunda de la Ley Orgánica de
Registro Civil, quedaron abolidas las regulaciones atinentes a las funciones de revi-
sión de los jueces de primera instancia (artículo 493 del Código Civil) y de remisión
al Registro Principal (artículo 498 eiusdem).

137 Cfr. ÁVILA RODRÍGUEZ, Vinicio: «Comentarios a la organización del Registro del
Estado Civil en la actualidad». En: Temas de Derecho Civil. Libro homenaje a Andrés
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2.2.2. Órganos de cooperación

La Ley Orgánica de Registro Civil regula como parte integrante del Sistema
determinados ministerios que realizan funciones propias, pero con repercu-
siones en materia de inscripción de asientos del estado civil.

Así, se menciona al ministerio con competencia en relaciones de interior 
y justicia, al ser este el encargado de prestar los servicios asociados a la emi-
sión de los documentos de identidad, concretamente en lo referente a la expe-
dición de cédulas de identidad y pasaportes; también, tienen funciones 
de migración y extranjería, relevantes para el estado civil, como la obtención de
la nacionalidad mediante «carta de naturaleza», así como las demás declara-
ciones de adquisición o renuncia de nacionalidad (artículos 132 eiusdem y 77
del Reglamento). Asimismo, en la determinación, revocación o pérdida de la
condición de migrante.

Igualmente, integran este bloque, en funciones de colaboración, el ministerio con
competencia en materia de salud, en lo tocante a la confección de los certificados

Aguilar Mawdsley. Vol. I. TSJ. Fernando PARRA ARANGUREN, editor. Caracas, 2004,
p. 201, quien al analizar el artículo 59 Nº 1 de la Ley Orgánica del Poder Electoral,
donde se regula la facultad por parte de la Comisión de Registro Civil y Electoral de
conservar los libros del Registro Civil, apuntaba que tal regulación originaría a su jui-
cio «la derogatoria de las disposiciones del Código Civil que le atribuyen tal función
de conservación de los libros a las oficinas de Registro Principal». Por otra parte, si
bien la Disposición Derogatoria Séptima de la Ley Orgánica de Registro Civil, deja
incólume la atribución referida a la inscripción de los títulos y certificados académicos
y científicos, eclesiásticos y despachos militares, a qué hacía alusión el artículo 65 
N° 3 de la derogada Ley de Registro Público y del Notariado de 2006, ahora Ley de
Registros y del Notariado (artículo 66 Nº 2) añadiendo la inscripción de «La separa-
ción de cuerpo y bienes» muebles –ya que si se refiere a bienes inmuebles o derechos
reales corresponde al Registro Público– y de actos relacionados con la personas jurí-
dicas civiles (artículo 67), añade otras funciones como la legalización de firmas y el
resguardo de «los duplicados de los asientos de los registros y notarías»; resulta un
verdadero desatino el mantener una institución registral que ve limitada su compe-
tencia únicamente a las anteriores actividades, de allí que deberá reorganizarse dicha
función con la objetivo de ser traspasada a las notarías o incluso al Registro del Estado
Civil y así prescindir, en definitiva, de las mencionadas oficinas.
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de nacimiento y de defunción (artículos 92 y 128 de la Ley Orgánica de Registro
Civil). Así como el ministerio con competencia en pueblos indígenas, en lo
referido a los actos del estado civil vinculados a dichas comunidades.

Habría que añadirse dentro de los órganos de cooperación, a los consejos de
protección de niños, niñas y adolescentes, entes creados a nivel municipal con
autonomía funcional, pero adscritos a la respectiva alcaldía. Así pues, los con-
sejos de protección tienen la facultad de solicitar al Registro del Estado Civil
la expedición de partidas que se requieran para la tutela del derecho a la iden-
tidad de los menores de edad (artículo 160 literal j, de la Ley Orgánica para la
Protección de Niños, Niñas y Adolescentes); asimismo, pueden a través de una
medida de protección, intimar a los obligados o al registrador civil para que
procedan a efectuar la inscripción de un nacimiento no asentado o incluso a
que proceda a efectuar las rectificaciones de errores u omisiones a que hubiera
lugar (artículo 126 literal f eiusdem; en concordancia con los artículos 84 
Nº 4, 85 Nº 6 y 91 de la Ley Orgánica de Registro Civil, y 40 del Reglamen-
to)138. Además, la Ley Orgánica de Registro Civil amplifica la participación de
los consejos de protección al asignarles las siguientes funciones:

i. Veedor de la legalidad en la Unidades de Registro Civil ubicadas en esta-
blecimientos de salud, específicamente en cuanto a la correcta inscripción
de nacimiento (artículo 87); ii. participa en el trámite de la inscripción de
nacimiento extemporánea de un menor de edad, elaborando un informe
sobre el caso (artículo 88 de la Ley, en conexión con al artículo 36 del
Reglamento); iii. pueden autorizar a los adolescentes menores de 14 años
para que efectúen el reconocimiento de sus hijos (artículo 90); y iv. emiten
su opinión en el caso de inscripción de la renuncia a la nacionalidad refe-
rida a niños o adolescentes (artículo 82 del Reglamento de la Ley Orgánica
de Registro Civil).

138 Vid. VARELA CÁCERES, Edison Lucio: La modificación del nombre propio en los niños
y adolescentes. UCV. Caracas, 2008, pp. 122 y ss. VARELA CÁCERES, Edison: «La rec-
tificación de las actas del Registro de Estado Civil por errores materiales, regulada en
la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes». En: Revista de la
Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas. Nº 135. UCV. Caracas, 2010, pp. 354 y ss.
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En otro orden, se requiere a los fines de guardar cierta coherencia interna en
el Sistema Nacional de Registro Civil, hacer mención a determinadas personas
que actúan de forma extraordinaria como receptores de declaraciones sobre
hechos o actos del estado civil y que por tanto cumplen una función de cola-
boración con el Registro, aunque no efectúan el asiento que, en definitiva, le
corresponde a los órganos de gestión. Entre estos entes se puede mencionar a
los registros públicos y mercantiles, así como a las notarías en asuntos de reco-
nocimiento de filiación (artículos 217 Nº 3 y 218 del Código Civil, en concor-
dancia con el artículo 96 de la Ley Orgánica de Registro Civil), o en materia
de unión estable de hecho (artículo 117 Nº 2 de la Ley Orgánica); los alcaldes
o funcionarios designado por estos, o los capitanes de buques de bandera
venezolana en relación con la celebración de matrimonios (artículo 99 de la
Ley Orgánica de Registro Civil, en concordancia con los artículos 60 y 61 del
Reglamento), en el caso excepcional del «matrimonio en artículo de muerte»
pueden celebrar el acto cualquier autoridad y, en su defecto, tres personas
mayores de edad (artículos 98 y 101 del Código Civil, en concordancia con el
artículo 110 de la Ley Orgánica de Registro Civil). El ministerio con compe-
tencia en defensa de la nación en caso de defunciones y otros actos civiles de
militares en campaña (artículos 488 y 490 del Código Civil, en concordancia
con el artículo 124 Nº 4 de la Ley Orgánica de Registro Civil)139.

Habría que sumar a los anteriores al «juez de paz comunal», el cual podrá
celebrar matrimonios (artículo 8 Nº 7 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción
Especial de la Justicia de Paz Comunal140). Sobre este último caso, no se pue-
de pasar por alto un comentario del referido instrumento legal que contiene
fallas palpables de técnica legislativa141. En lo que respecta a la institución del

139 LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 63, apunta: «Todos estos funcionarios 
o autoridades (…) no son propiamente órganos registrales, pero cooperan circunstan-
cialmente a la función registral en cuanto que elaboran unos títulos excepcionales».

140 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 39913, del 02-05-12.
141 Vid. PELLEGRINO PACERA, Cosimina G.: «Algunos comentarios sobre la (in)consti-

tucionalidad de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz
Comunal». En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Nº 2. Caracas,
2013, pp. 303 y ss.
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Registro del Estado Civil el referido artículo 8 Nº 9, señala que a estos «jueces»
les compete la disolución amigable de la comunidad de bienes, sobre lo cual
«se remitirá copia certificada al Registro Civil respectivo»; en tal sentido, no se
entiende la utilidad de la remisión, ya que el dato no corresponde a un acto
del estado civil o que permita conformar el padrón electoral. En todo caso, el
artículo 3 Nº 4 de la Ley Orgánica de Registro Civil hace referencia a una
figura distinta como es la «separación de cuerpo» y el artículo 104 Nº 5, indica
que el acta de matrimonio contendrá la mención sobre los «Datos registrales
del documento de capitulaciones matrimoniales, si los hubiere». En fin, la
remisión debe ser al Registro Público, como lo indica expresamente el artículo
190 del Código Civil, en concordancia con los artículos 46 N° 6 y 66 N° 1 de
la Ley de Registros y del Notariado. Empero, se pudiera dar el beneficio de la
duda y pensar que en el caso de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de
la Justicia de Paz Comunal el legislador siguió la tendencia de la Ley de Regis-
tro Civil española de 1957, que según comentan DÍEZ-PICAZO y GULLÓN en su
articulado introduce como novedad «la posibilidad de publicar el régimen eco-
nómico-matrimonial adoptado por los cónyuges», así como la «facultad para
que al margen de la inscripción de matrimonio se haga indicación de los pactos,
resoluciones judiciales y demás hechos que modifiquen aquel régimen»142.

Pero hay más observaciones, el numeral 8 del artículo comentado de la Ley
Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal expresa lo
siguiente: «Declarar, sin procedimiento previo y en presencia de la pareja, el

142 DÍEZ-PICAZO, Luis y GULLÓN, Antonio: Instituciones de Derecho Civil (Introducción.
Parte general. Derecho de la persona). Vol. I/1. 2ª, Tecnos. Madrid, 1998, p. 208. Por
su parte, LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 33, recuerda: «El régimen eco-
nómico matrimonial, circunstancia que no pertenece al campo del estado civil, no es
objeto de inscripción propiamente dicha, sino de meras indicaciones». Vid. en España
los artículos 4 Nº 8 y 60 de la Ley 20/2011. En Venezuela, según comenta DOMÍNGUEZ

GUILLÉN, María Candelaria: «La rectificación de partidas: referencia sustantiva 
y algunas notas procedimentales». En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y
Políticas. Nº 135. UCV. Caracas, 2010, p. 253, el autor Luis QUIRÓS en 1941 indicaba
como oráculo: «sería conveniente en una reforma que se obligara a expresar en el
acta de matrimonio la existencia del documento de capitulaciones para facilidad de
conocimiento de terceros».
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divorcio o la disolución de las uniones estables de hecho cuando sea por mutuo
consentimiento…», dos errores graves surgen de las líneas anteriores. Por una
parte, todo ejercicio de una competencia decisoria exige por lógica un trámite 
o procedimiento aunque sea sumario o abreviado, el «juez» como mínimo debe
recibir la solicitud, verificar que están resguardados los extremos de ley y decidir,
aunque realice dichas actividades en un acto único143. Empero, lo más censurable
de la norma es que autoriza a través de una norma atributiva de competencia el
«divorcio libre», sin ribetes, ni rubor, tesis que, si bien es plausible, exige una
regulación sustantiva y adjetiva a los fines de evitar problemas en la hermenéuti-
ca144. Las referidas falencias son consecuencias de reformas improvisadas que
tanto daño ocasionan al Sistema, aunque estén preñadas de buenas intenciones.

2.2.3. Órganos de gestión

Se denominan «órganos de gestión» a los entes, que dentro del Sistema
Nacional de Registro Civil, se encargan de llevar a cabo las funciones propias

143 Comenta Alfonso DE COSSÍO Y CORRAL: «… toda relación exige, para poder consti-
tuirse, una forma determinada, por más sencilla que esta sea», el Derecho hoy «bus-
cando mayor flexibilidad y atendiendo más al valor interno que a la exterioridad del
acto, admite, por regla general, como forma suficiente, cualquier modo que la volun-
tad tenga (…). No es, por lo tanto, que el Derecho espiritualista niegue la forma, lo
único que hace es simplificarla, permitiendo con ello que el espíritu mantenga su
dominio sobre las palabras, frente al Derecho formalista, que lo convertía en esclavo
de ellas», citado en CRISTÓBAL MONTES, Ángel: Introducción al Derecho Inmobiliario
Registral. UCV. Caracas, 1982, pp. 18 y 19.

144 Vid. Resolución Nº 120823-511, Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Vene-
zuela Nº 40011, del 19-09-12. Vid. sobre las improvisaciones judiciales los siguientes
fallos: TSJ/SC, sent. Nº 446, del 15-05-14 (toca el tema del divorcio a través del artículo
185-A del Código Civil); sent. Nº 693, del 02-06-15 (sobre el divorcio libre), y sent. 
Nº 1710, del 18-12-15 (sobre la competencia de los jueces de municipio en materia de
divorcio). Vid. sobre el tema del divorcio libre: VARELA CÁCERES, Edison: «El Derecho
de Familia en el siglo XXI: Aspectos constitucionales y nuevas tendencias». En:
Revista de Derecho. Nº 31. TSJ. Caracas, 2009, pp. 97 y ss. VARELA CÁCERES, Edison
Lucio: «La última sentencia de divorcio de la Sala Constitucional (comentarios a la
sentencia Nº 693 de fecha 2 de junio de 2015)». En: Revista Venezolana de Legisla-
ción y Jurisprudencia. Nº 6 (homenaje a la memoria del profesor Arturo Luis TORRES-
RIVERO). Caracas, 2016, pp. 145 y ss.
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de inscripción de los hechos y actos relativos al Registro del Estado Civil, en
los asientos diseñados para tales fines145.

Los órganos de gestión tienen la misión de conformar el registro con los
datos que son proporcionados por los declarantes y demás órganos y entes
obligados a remitir información vinculada al estado civil. Entonces, su
misión es introducir la información en el archivo automatizado y digital, y
con tal actividad forman al unísono el archivo físico de respaldo, mantenien-
do la debida publicidad sobre los asientos del registro y, por supuesto, garan-
tizan la reserva de aquellos asuntos que son secretos. Igualmente, sustancian
los trámites para efectuar cambios y rectificaciones permitidas por la Ley,
entre otras actividades. Estos órganos son:

2.2.3.1. Oficinas de Registro Civil
Estas dependencias se encuentran adscritas al Consejo Nacional Electoral y se
ubican a nivel municipal146, pudiéndose establecer unidades en parroquias147,
así como en centros de salud públicos y privados o en cementerios, además de
las unidades accidentales especialmente habilitadas cuando «por razones 
de interés público se requiera», todo a juicio del Consejo Nacional Electoral.

145 MARÍN ECHEVERRÍA, Antonio Ramón: Derecho Civil I personas. McGraw-Hill Inter-
americana. Caracas, 1998, p. 102, comenta que la función de Registro del Estado
Civil «debe encomendarse a funcionarios públicos específicos, quienes, revestidos 
de facultad para dar fe pública de sus actuaciones, asumen todo lo concerniente a la
recepción de las declaraciones de quienes tiene interés en que se deje constancia de 
la realización de algún acto del estado civil o, simplemente, intervienen para dejar
constancia oficiosamente de dichos actos».

146 Como destaca GONZÁLEZ, Fortunato: «El régimen del Registro del Estado Civil y la
descentralización». En: Anuario Jurídico. Nº 3. Colegio de Abogados del estado
Mérida. Mérida, 1994, p. 60, «la función registral de la vida civil de las personas es
una materia estrictamente local, impuesta por la fuerza de la propia naturaleza».

147 Vid. artículo 30 de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal, define a las parro-
quias como: «demarcaciones creadas con el objeto de desconcentrar la gestión muni-
cipal, promover la participación ciudadana y una mejor prestación de los servicios
públicos municipales».
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En estas oficinas habrá un registrador civil; concretamente la Ley Orgánica
de Registro Civil le dedica el Capítulo II del Título III. Sobre tales normas
surgen serias críticas, muchas de ellas que fueron imputadas a la osamenta
regulada en el Código Civil y que lamentablemente no fueron corregidas 
a nuestro juicio.

Ciertamente, una de las deficiencias que se percibía de las disposiciones del
Código y que no fue resuelta, era lo relativo a la necesidad que los funcionarios
encargados del Registro fueran de carrera. Como se recordará, los principales
actores, desde el año de 1873 cuando se le dio el carácter de civil al Registro,
eran el prefecto y el jefe civil, funcionarios designados por los Concejos Muni-
cipales y por los gobernadores de estados, seleccionados con clara preferencia
a sus tendencias políticas, circunstancia que los hacia subordinados al gober-
nante y no a los altos intereses que recaían sobre su ámbito de actuación148.

Pues bien, se observa con reproche, que el legislador, no mejoró la situación
estatutaria al establecer que los registradores son funcionarios de «libre nom-
bramiento y remoción» por parte del Consejo Nacional Electoral (artículo 35
de la Ley Orgánica de Registro Civil)149. Es el caso que no existe ninguna
justificación para que no se cree la carrera del funcionario del Registro del
Estado Civil y que los cargos sean dotados por concurso público de oposición,
tal y como lo demanda en líneas generales la Constitución de la República

148 Al respecto, FEBRES CORDERO, Eloy: El Registro del Estado Civil comentarios y juris-
prudencia. ULA. Mérida, 1969, p. 7, indicaba: «los asientos de nacimientos, matri-
monio y defunciones adolecen de irregularidades diversas, como lo hemos advertido,
en la oportunidad de examinar los libros. La culpa recae fundamentalmente en los
funcionarios encargados del Registro y en las autoridades que los designan».

149 Problema generalizado y sobre el cual la doctrina ha sabido efectuar sus reproches, tal
es el caso de YANES, Antonio Rafael: El registro inmobiliario y el notariado en Venezuela.
Grafiunica. Caracas, 1975, p. 36, quien al referirse a la institución del notariado y regis-
tro inmobiliario señalaba: «Una buena organización (…) tiene que partir de la base
expresa de estabilidad y autonomía de estos funcionarios, sin cuyo requisito no se puede
obtener un buen servicio ni la preparación adecuada del personal al depender la plana
mayor y subalterna del ‘libre nombramiento y remoción del Ejecutivo Nacional’, pro-
cedimiento de viejo arraigo que conduce indefectiblemente a un burocratismo incom-
petente y a un partidarismo político arrogante por la ‘palanca’ que lo sustenta».
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Bolivariana de Venezuela (artículo 146). Lo cierto del asunto es que, en la prác-
tica, los registradores serán sumisos a los intereses de los Rectores que compo-
nen el Consejo Nacional Electoral, ya que ellos pueden discrecionalmente
decidir sobre su destitución, sin mediar un procedimiento que evidencie que
el cambio obedece a faltas cometidas en el ejercicio de las atribuciones ati-
nentes al Registro, lo cual evidentemente cercena la independencia e imparcia-
lidad en el cumplimiento de las funciones que están encomendadas a los
registradores en general, además de contrariar el espíritu de la Constitución que
proscribe los despidos no justificados, calificándolos de nulos (artículo 93).

Otro elemento censurable lo representa los requisitos para ser registrador. Si
bien la «lógica» ha determinado que los cargos de libre nombramiento y
remoción son de alta investidura y compromiso con el que nombra o remue-
ve, aquí se palpa una contradicción, ya que, según los requerimientos para el
cargo, en la praxis cualquiera puede ser registrador de una oficina de Registro
Civil, con tal que tenga más de 25 años de edad y, aunque la Ley señala que
debe tener un título universitario, tal requisito se puede omitir si la persona en
cuestión posee experiencia en «funciones inherentes» al Registro. Se es de la
opinión que los retos que demandan las nuevas funciones que detenta el
registrador exigían como mínimo la condición de profesional del Derecho150,
preferentemente con estudio de postgrado, ello en atención que le correspon-
de al funcionario desplegar actividades de calificación –verbi gratia: en
materia de nombre propio–, de rectificación en vía administrativa de asientos
que posean yerros materiales151 o de sustanciación y decisión de trámites de
cambio de nombre propio; actividades que antes fueron ejercidas por los jueces

150 Condición académica que sí se exige para ser registrador en un Registro Público, Mer-
cantil o para el cargo de notario (artículos 15 y 69 de la Ley de Registros y del Nota-
riado). Cfr. BARBOZA PARRA, Ely Saúl: «Actitud crítica sobre el Registro Mercantil».
En: Anuario jurídico. Nº 2. Colegio de Abogados del estado Mérida. Mérida, 1993, 
p. 128, quien apunta: «Para ser Registrador o Supervisor de un Registro Mercantil se
requiere tener profundos conocimientos jurídicos, dada la complejidad de la materia
y la variedad y multiplicidad de nuevas y diferentes operaciones comerciales», igual
situación se podría sostener del Registro del Estado Civil.

151 Vid. VARELA CÁCERES: art. cit. («La rectificación de las actas…»), pp. 361 y ss.
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y que ahora pueden ser desempeñadas por un sujeto que haya pasado tres años
en un Registro Civil «sacando copias» y cuente con la venia de los rectores152.
Al respecto, OBANDO SALAZAR es de la siguiente opinión:

El Registro Civil como institución encaminada a ser asiento permanente
de los hechos y cualidades más resaltantes de la persona y dada su com-
plejidad funcional, acusa un carácter marcadamente técnico, lo cual hace
pensar que este importante servicio para su mayor progreso y seguridad
debería ser encomendado a individuos expertos y dedicados exclusiva-
mente al desempeño de tal actividad153.

En fin, parece que el legislador desestimó por completo las anteriores recomen-
daciones. No obstante, en el Derecho foráneo, concretamente en el ordenamiento

152 En el caso de las unidades de Registro Civil, ubicadas en centros de salud o cemente-
rios, incluso se disminuye lo que ya es bastante parco (artículo 38 eiusdem). Tal hecho
obliga a concluir que el legislador en este aspecto desconoce la realidad venezolana,
ya que justamente en la unidades hospitalaria –donde se inscriben nacimientos–, es
donde mayores dificultades se presentan y las carencias o inconvenientes que surjan
ameritarán a lo sumo la apertura de los respectivos procedimientos de rectificación
administrativa o judicial según la gravedad y con ello una distorsión inadecuada de los
asientos del Registro. No queda más que rememorar palabras de sabios maestros, que
demuestran que lo denunciado no es mal de hoy o exclusivo de la patria, así señala
Leopoldo ALAS: «Pasma pensar la facilidad con que unas Cortes pueden, sin más que
querer, transformar, para bien o para mal, leyes que atañen a los más caros intereses
de la familia y de la propiedad, y todo el Derecho Civil en suma: la facultad constitu-
cional no les falta, y como el voto de los electores es cosa tan ajena a toda previsión
de las consecuencias que puede traer al Derecho el resultado de los sufragios, puede
encontrarse el país con unas Cámaras que (…) transforman su Derecho, tocan a lo
más querido y sagrado; y al descuido, como quiera derogan y subrogan leyes y
aprueban otras, sin que en rigor sea esto obra más que de unos pocos señores…»,
«Prólogo» al libro de VON IHERING, Rudolf: La lucha por el Derecho. 3ª, Temis.
Trad. A. POSADA. Bogotá, 2007, p. XXXV.

153 OBANDO SALAZAR: ob. cit. (El Registro del Estado…), p. 36. Cfr. YANES: ob. cit. 
(El registro inmobiliario…), p. 14, «el oficial público debe lucir conocimientos en su
especialidad y prendas morales que refuercen su autoridad, y ello porque si carece de
los conocimientos necesarios el documento que autoriza pierde calidad, y si no lo res-
palda la probidad necesaria la institución baja de nivel y crea desajuste y descrédito
en los lineamientos del Estado».
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español, dichas funciones estaban encomendadas a los jueces o magistrados154 y
con la Reforma ocurrida con la Ley 20/2011 del Registro Civil (Disposición adi-
cional segunda), el régimen jurídico de los encargados de la Oficina Central del
Registro Civil y de las Oficinas Generales del Registro Civil, corresponderá a
funcionarios de carrera que tengan la licenciatura en Derecho o la titulación uni-
versitaria que la sustituya y entre secretarios judiciales. Similar situación ocurre,
por ejemplo, en Nicaragua donde se exige según su Código Civil artículo 501:
«… En las ciudades cabeceras de Distrito, los Registradores del Estado Civil,
deberán ser abogados, notarios o instruidos en Derecho»155. Esto último sería
lo deseable para el modelo venezolano.

2.2.3.2. Secciones del Registro Civil en consulados y embajadas
Estas funciones se ejecutarán en las sedes que al efecto determine el ministe-
rio con competencia en relaciones exteriores; desde el punto de vista geográ-
fico las mismas se encuentran en el extranjeros y sus atribuciones se reducen
a aquellos actos o hechos que son verificados en el país donde ejerce jurisdic-
ción el consulado o embajada en cuestión (artículos 89, 102, 125, 134, 136 y
137 de la Ley Orgánica de Registro Civil, en concordancia con los artículos 8,
49, 52, 73, 78, 80 y 81 del Reglamento)156.

Desde el enfoque administrativo y funcionarial se encuentran adscritos al
ministerio, empero, sus funciones en materia registral deben acoplarse a los
fines que determina el Consejo Nacional Electoral como ente rector del Sistema

154 Vid. ARRIBAS ATIENZA, Patricio y CARCELLER FABREGAT, Fernando: Curso práctico de
Registro Civil. Civitas. Madrid, 1999, pp. 34 y ss.

155 Vid. Manual del Registrador del Estado Civil de las personas (compendio de proce-
dimientos, leyes y jurisprudencia). María del Rosario ACOSTA GUILLÉN, compiladora.
CSE. Managua, 2007, p. 16.

156 Vid. Código de Derecho Internacional Privado o Código de Bustamante, donde en su
artículo 103 señala: «Las disposiciones relativas al Registro Civil son territoriales,
salvo en lo que toca al que llevan los agentes consulares o funcionarios diplomáticos».
Comenta LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 51, «La razón de ser de estos
registros es la necesidad de establecer una conexión entre los súbditos (…) residentes
en el extranjero y el Registro Civil».
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y a las supervisiones que al efecto determina la Ley para los órganos de gestión.
Lo anterior justifica que el nombramiento de los funcionarios con dicha cuali-
dad debe ser notificada a la Oficina Nacional de Registro Civil, así como todo
cambio al respecto (artículo 43 de la Ley Orgánica de Registro Civil).

2.3. Archivos del Registro del Estado Civil

Como punto previo, debe destacarse que las funciones del Registro del Esta-
do Civil son fundamentalmente instrumentales, es decir, sirven como medio
para crear un acervo probatorio de los hechos y actos que afectan al estado
civil de la personas. De allí que su objetivo son las formas; por otra parte,
serán los códigos y leyes sustantivas las que se encarguen de disciplinar los
límites, requisitos, caracteres y efectos jurídicos de las instituciones que se
incorporan al Registro.

En palabras gráficas, la Ley Orgánica de Registro Civil no tiene como inten-
ción regular, por ejemplo, al matrimonio como institución familiar, sino única-
mente las formalidades que deben cumplirse para la celebración del vínculo.
Así pues, los requisitos de fondo, las características, los efectos y su disolución
se encuentran perfectamente regulados en el Código Civil y demás instrumen-
tos normativos pertinentes. Es el anterior enfoque, el que debe regir la herme-
néutica de las normas contenidas en la Ley Orgánica de Registro Civil.

Es el caso que el modelo de la Ley Orgánica de Registro Civil descansa en la
conformación de dos archivos, uno principal que es automatizado y digital, al
cual se le incorporan los datos a través de medios informáticos; y otro, tipo
espejo o reflejo, configurado por un respaldo con soporte físico, conformados
con las actas generadas por el sistema automatizado y que son compiladas en
libros para su manejo, disposición y resguardo.

Empero, el Consejo Nacional Electoral parece desconocer en los hechos y en el
Derecho el anterior postulado, ello en razón que se ha enfocado desde la san-
ción de la Ley en regular un modelo «paralelo» que pone énfasis en los libros
tradicionales y no en la automatización del Sistema. Muestras de ello son la
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Resolución Nº 100623-0220 sobre «Normas para regular los libros, actas 
y sellos del registro civil»157 y el Reglamento de la Ley, este último indica:

Artículo 18.- Sistemas automatizados. Hasta tanto el Consejo Nacional
Electoral implemente el Sistema Automatizado Único de Registro Civil, las
oficinas y unidades de Registro Civil en los que funcionen sistemas automa-
tizados para la elaboración de las actas, conformarán los libros por duplica-
do, con legajos de hasta 250 folios, mediante el empastado de las actas
conforme a las directrices de la Comisión de Registro Civil y Electoral…

Disposición Final Cuarta: Una vez implementado el sistema automatizado
de Registro Civil, el Consejo Nacional Electoral dictará las normas que
han de seguirse en todos los procedimientos que se realicen mediante el
sistema automatizado.

2.3.1. Estructura del archivo digital y automatizado

Como se indicó, unos de los rasgos básicos del Registro del Estado Civil
creado con la Ley es el de ser automatizado, ello en el sentido que se apoya
en las nuevas tecnologías para cumplir de forma eficiente y ágil su función158.
Lo descrito se expresa en términos concretos con la creación de un archivo
digital y automatizado que contiene toda la información relevante para la ins-
titución, recolectada a través del ejercicio de las funciones que despliegan los
órganos de gestión.

El mencionado archivo digital y automatizado, es la base para su homólogo:
el archivo físico. Con el primero, se gana en facilitar el manejo de la informa-
ción, ya que los soportes informáticos permiten como herramientas anexas el
poder efectuar búsquedas de determinado contenido telemático dentro de la

157 Resolución emitida por el Consejo Nacional Electoral, Gaceta Oficial de la República
Bolivariana de Venezuela Nº 39461, del 08-07-10, actualmente derogada por el Regla-
mento de la Ley Orgánica de Registro Civil (Disposición Derogatoria Única).

158 Vid. Ley de Infogobierno, Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela
Nº 40274, del 17-10-13.
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base de datos del archivo de forma inmediata, así como ingresar filtros para
obtener referencias depuradas o delimitadas. Igualmente, despersonaliza al
Registro del Estado Civil en el sentido que se puede acceder al mismo desde
cualquier lugar, según las condiciones de ingreso que se establezcan, facili-
tando su publicidad y accesibilidad (artículos 5 y 9 de la Ley Orgánica de
Registro Civil)159. Por su parte, el archivo físico representa un mecanismo 
de precaución por cuanto funge como respaldo de la información y permitiría
recuperarla sí el archivo digital sufriera algún ataque cibernético u otro daño.

Ahora bien, el archivo digital y automatizado está integrado por documentos
digitales160, los cuales son instrumentos que recogen las características de las
actas en general, así como las que son propias a cada uno de los hechos o actos
inscritos, su elaboración descansa sobre la responsabilidad de los órganos de

159 Vid. Ley sobre Acceso e Intercambio Electrónico de Datos, Información y Documen-
tos entre los Órganos y Entes del Estado, Gaceta Oficial de la República Bolivariana
de Venezuela Nº 39945, del 15-06-12, denominada en adelante «Ley de Interoperabi-
lidad», donde se define a la interoperabilidad como la «Capacidad de los órganos y
entes del Estado de intercambiar por medio electrónicos datos, información y docu-
mentos de acceso público» (artículo 4 Nº 7; en concordancia con la Ley de Infogo-
bierno artículo 5 Nº 11).

160 Vid. Ley de Infogobierno, que en su artículo 5 Nº 6, establece: «Documento electró-
nico: Documento digitalizado que contiene un dato, diseños o información acerca de
un hecho o acto, capaz de causar efectos jurídicos». Cfr. GORDILLO, Agustín: Tratado
de Derecho Administrativo (el acto administrativo). Tomo III. Fundación de Derecho
Administrativo-FUNEDA. Caracas, 2002, p. VII-15, al comentar la Ley Nº 25506 
o «Ley de firma digital» de Argentina, reseña el concepto de documento digital, que,
según su artículo 6, viene a ser: «… la representación digital de actos o hechos, con
independencia del soporte utilizado para su fijación, almacenamiento o archivo. Un
documento digital también satisface el requerimiento de escritura». Por su parte,
GARCÍA LAMAS, Gonzalo: «Valor probatorio de los documentos electrónicos en Chile
y en especial de los emitidos por los órganos del Estado». En: Revista Venezolana de
Legislación y Jurisprudencia. Nº 4. Caracas, 2014, p. 194, quien comenta que la Ley 
Nº 19799, del 12-04-02, chilena sobre «Documentos Electrónicos, Firma Electrónica
y Servicios de Certificación de la misma», define al «documento electrónico» como
«toda representación de un hecho, imagen o idea que sea creada, enviada, comunicada
o recibida por medios electrónicos y almacenada de un modo idóneo para permitir su
uso posterior».
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gestión (artículo 49 Lex cit.) y de la reproducción de dichas actas digitales se
crea un soporte para conformar el archivo físico.

Vinculado a lo anterior, está lo establecido en el artículo 70 de la Ley Orgánica
de Registro Civil, que señala que el Consejo Nacional Electoral, por órgano de
la Oficina Nacional de Registro Civil, se constituirá en «proveedor de servi-
cios de certificación» y así sus archivos estarían respaldados por certificados
electrónicos, elemento «que le atribuyen certeza y validez a la firma electró-
nica» (artículo 2 de la Ley de Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas161).
Entonces, según el artículo 71 de la Ley Orgánica de Registro Civil, las actas
emitidas a través de firmas y certificados electrónicos, tendrán el mismo
valor jurídico que las signadas con firma manuscrita, es decir, «tendrán la
misma eficacia probatoria de los documentos públicos» (en concordancia con
los artículos 4 y 6 de la Ley de Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas)162.

161 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37148, del 28-02-01. Vid.
MARTÍNEZ NADAL, Apol-lònia: Comercio electrónico, firma digital y autoridades de
certificación. 3ª, Civitas. Madrid, 2001, pp. 41 y 42, quien apunta: «Una firma electró-
nica sería simplemente cualquier método o símbolo basado en medios electrónicos uti-
lizado o adoptado por una parte con la intención actual de vincularse o autenticar un
documento, cumpliendo todas o algunas de las funciones características de una firma
manuscrita». Por su parte, dentro de las diversas modalidades de firmas electrónicas se
incluye, como una especie mucho más robusta en su seguridad, las firmas digitales, las
cuales «son tecnológicamente específicas, pues se crean usando un sistema de cripto-
grafía asimétrica o de clave pública». En todo caso, con el uso de estas herramientas 
se fomenta el otorgar seguridad y confianza al Registro del Estado Civil. En el caso de
España, el Preámbulo de la Ley 20/2011 del Registro Civil señala: «La Ley concibe el
Registro Civil como un registro electrónico, en el que se practican asientos informáti-
cos, que organiza la publicidad y da fe de los hechos y actos del estado civil. Desde esta
concepción se incorpora el uso de las nuevas tecnologías y de la firma electrónica».
Cfr. LÓPEZ SÁNCHEZ, Cristina: «Los derechos de las personas en el nuevo Registro
Civil». En: Derecho Privado y Constitución. Nº 25. CEPC. Madrid, 2011, p. 264, «Se
trata de un paso importante, un verdadero salto conceptual que implica la superación
del Registro físicamente articulado en libros custodiados en oficinas distribuidas por
toda España y obliga a replantear toda la estructura organizativa».

162 La Ley de Infogobierno, promueve el uso de servicios de certificación y firma electró-
nica y le otorga a los documentos electrónicos que se emitan bajo esas herramientas de
integridad y autenticidad «la misma validez jurídica y eficacia probatoria que los archivos
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Aunque los aspectos técnicos propios del referido archivo digital no interesan
para este estudio, sí conviene destacar que, según la Ley Orgánica de Registro
Civil, los datos de las personas naturales se van a aglutinar en relación con
cada sujeto, ello a través de lo que la Ley denomina: «expediente civil único»163,
el cual es definido por el propio texto como: «el instrumento donde, de forma
sistemática, se compilará la totalidad de actos y hechos que se encuentren ins-
critos en el Registro Civil, de cada uno de los venezolanos o venezolanas, así
como de extranjeros o extranjeras que residan en el país…» (artículo 54).

La función de dicho expediente digital personalizado es sistematizar toda la
información correspondiente a un sujeto en particular y facilitar el acceso a los
datos inscritos; en el mismo orden, permite aglutinar los acontecimientos relevan-
tes para la determinación de la inclusión de cada sujeto en el registro electoral.

Como un ejercicio práctico si se visualizan los datos que deben integrar cada
acta objeto de inscripción en el Registro del Estado Civil, en concreto las
denominadas «características de las actas en general» o indicaciones comu-
nes a todos los asientos, establecidas en el artículo 81 de la Ley Orgánica de
Registro Civil, se consigue apreciar que todos los datos que componen cual-
quier acta del estado civil pueden ser perfectamente incorporadas en un for-
mato digital. Lo usual en esta materia sería que las actas se formaran de la
siguiente manera: i. Los registradores a través del respectivo sistema informá-
tico incorporarán la información estándar (Nº 2), ii. automáticamente se le
asignarán los datos de variación periódica (Nos 1 y 3), iii. se incluirá la infor-
mación que es propia del acto en específico (Nos 4, 5, 6, 7, 8 y 11) y iv. se
digitalizarán determinados datos requeridos (Nos 9 y 10)164. En conclusión, es

y documentos que consten en físico» (artículos 24 y 26). En el mismo sentido, se expre-
sa la Ley de Interoperabilidad, cuando exige el uso de la «certificación electrónica» y de
la «firma electrónica» para la interoperabilidad, reiterando que «Los datos, información
o documentos intercambiados por medios electrónicos entre los órganos y entes del
Estado, se tendrán como válidos y surtirán todos sus efectos legales» (artículos 44, 50 
y 55). Vid. Ley de Registros y del Notariado, artículo 25.

163 La Ley 20/2011 de España habla de un «registro individual» (artículo 5).
164 Exempli gratia en materia de digitalización de huellas dactilares pueden usarse meca-

nismos similares a los ya empleados en materia electoral –máquinas captahuellas 
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perfectamente posible y sencillo digitalizar todos los datos que se exigen para
la conformación de un asiento electrónico en el Registro del Estado Civil.

2.3.2. Estructura del archivo físico o libros

Por su parte, este archivo es muy similar al que regulaba el Código Civil, aun-
que con importantes variantes. Lo primero a subrayar es que el archivo físico
es un soporte del archivo digital y automatizado, por tanto, es un instrumento
«secundario», es decir, del documento digital se efectúan reproducciones en
papel que pasan a integrar el soporte físico, el cual, posteriormente cuando se
reúna determinado número de actas, se procederá a empastar para así formar
un libro con el referido legajo165.

Sobre este aspecto, es importante mencionar que el Consejo Nacional Electoral,
en un principio a través de la Resolución Nº 100623-0220 sobre «Normas para
regular los libros, actas y sellos del Registro Civil» –actualmente derogada–, y
posteriormente con el Reglamento de la Ley Orgánica de Registro Civil, regula
un modelo distinto al que surge de la Ley, originándose un claro despropósito.
Lo dicho, en el sentido que involuciona al paradigma de los libros «Empastados
tipo artístico-artesanal, es decir, cosido y encolados…» donde se harán los
asientos de forma manuscrita, retrocediendo a la época del Código Civil de
1873, cuando lo correcto hubiera sido desarrollar el archivo automatizado y
digital –tal y como lo exige la Disposición Transitoria Segunda de la Ley–,
donde los libros son únicamente un respaldo del archivo electrónico.

o biométricas– y en relación con las firmas electrónicas, para los funcionarios del
registro –órganos de gestión–, se puede cumplir tal requisito a través de certificados
electrónicos; en el caso de las partes, declarantes o testigos se puede acudirse a la tec-
nología usada hoy en día para incorporar la firma a los documentos de identidad o
también puede recurrirse a una tecnología más avanzada, como son las firmas digita-
les o certificados electrónicos.

165 Similar a lo que comentaba BAQUEIRO ROJAS, Edgard: Diccionario jurídico HARLA.
Derecho Civil. Vol. I. HARLA. México D. F., 1995, p. 94, «Por reforma del Código
Civil se suprimió el sistema de libros en que las actas eran manuscritas y se llevaban
por duplicado, al pasar al sistema de formas impresas en las que solamente se llenan
los datos de cada actuación. Al fin de cada año las formas deben ser encuadernadas».
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Tal circunstancia obliga a sostener que muchas de sus disposiciones contra-
dicen principios cardinales del Sistema instituidos con la Ley Orgánica de
Registro Civil, como serían la eficacia administrativa, el principio in dubio
pro homine, entre otros. Es claro que la reforma del Registro del Estado Civil
de manuscrito a un modelo automatizado y digital requiere de tiempo166 y
esfuerzos, pero si el Consejo Nacional Electoral no podía adecuar el Sistema
en los lapsos que fija la Ley, debió ser diligente y solicitar una prórroga y no
de forma improvisada e irresponsable permitir que entrara en vigencia la Ley
para posteriormente por medio de resoluciones, reglamentos y otros actos
administrativos violarla de forma flagrante, ocasionando un clima de insegu-
ridad jurídica y de incertidumbre que choca con los más elementales princi-
pios que deben reinar en todo prototipo de Registro del Estado Civil167. Lo

166 Así, por ejemplo, en España la automatización comienza con la Ley Orgánica 7/1992
del 20 de noviembre, que añade al artículo 6 de la Ley de Registro Civil la siguiente
coletilla: «… Las inscripciones registrales podrán ser objeto de tratamiento automati-
zado», vid. DELGADO PÉREZ, Luis Ángel et alter (revisión): Código Civil y legislación
especial. 2ª, Editorial Colex. Madrid, 2003.

167 Según comenta LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), p. 265, la
vacatio de la Ley 20/2011 de España se justifica «por suponer un cambio de gran enti-
dad y ser por ello necesario un acomodo temporal que permita poner en marcha de for-
ma progresiva toda la reforma, evitando así disfunciones en el tratamiento registral y en
la implementación de la nueva estructura organizativa». De hecho la misma se prorrogó
en varias oportunidades como consecuencia de la crisis económica que atravesó el país
ibérico y el impacto financiero que representa la desjudialización de la actividad regis-
tral que pasaría a ser desempeñada por funcionarios seleccionados por concurso, lo que
generará un gasto burocrático importante, empero la referida Ley entró completamente
en vigencia el 30 de junio de 2017. Apunta SANCIÑENA ASURMENDI, Camino: «Las
recientes reformas legales en el sistema matrimonial español». En: Ius Canonicum.
Vol. 56, Nº 112. Universidad de Navarra. Pamplona, 2016, p. 664, «La Ley 20/2011, de
21 de julio, del Registro Civil (BOE de 22 de julio) tenía prevista su entrada en vigor a
los tres años de su publicación. La Disposición Adicional decimonovena del Real
Decreto-Ley Nº 8/2014, de 4 de julio, de Medidas urgentes para el crecimiento, la com-
petitividad y la eficiencia, prorrogó la entrada en vigor hasta el 15 de julio de 2015.
La Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de
la Administración de Justicia y del Registro Civil, publicada en el BOE de 14 de julio y con
entrada en vigor al día siguiente, prorrogó la vacatio legis de la Ley del Registro Civil
hasta el 30 de junio de 2017. Asimismo, la Ley 15/2015, de 2 de julio, de Jurisdicción
Voluntaria ha confirmado la vacatio legis hasta el 30 de junio de 2017».
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indicado exige como reparación la pronta puesta en práctica del modelo digi-
tal y automatizado para que así se apliquen los postulados que al respecto
establece la Ley, no solamente como estructura del sistema, sino como verda-
deros derechos de los ciudadanos.

2.4. Hechos y actos objeto de Registro del Estado Civil

Uno de los aspectos novedosos que resultan de la Ley Orgánica de Registro
Civil es lo referido a los hechos y actos que son inscritos en el Registro, para
lo cual dos ideas se deben recordar: primero, el Sistema gira alrededor del con-
cepto de estado civil, ello representa la recopilación de todos aquellos datos
que intervienen en la precisión del estado de las personas, es decir, el conjunto
de circunstancias relevantes que identifican al sujeto en sus relaciones y del
cual derivan efectos jurídicos; en palabras más explícitas, serían los actos y
hechos que determinan la nacionalidad, la relación de pareja y el ser hábil en
Derecho; segundo, si bien el Registro tiene una marcada finalidad civil, como
lo hace deducir su denominación, aspira además a cumplir una función acce-
soria, como lo es recopilar los datos que permiten conformar el Registro Elec-
toral, con las importantes consecuencias que de ello se deducen. De allí que se
incorporen reseñas que son de interés para conformar un padrón electoral,
tales como la residencia o las inhabilitaciones para el ejercicio de la función
pública (artículos 139 y 152 de la Ley Orgánica de Registro Civil).

Entonces, se puede concluir que nuestro sistema de Registro no se moldea
exclusivamente alrededor de los tres sucesos tradicionales que postulaba el
Código Civil: nacimiento, matrimonio y defunción; sino que al mismo tiem-
po se añaden otras circunstancias apreciables, como la nacionalidad, la resi-
dencia, la filiación o el establecimiento de una unión estable de hecho.
Concretamente, revela la Ley en su artículo 3, cuáles son las instituciones
jurídicas que deben integrar el Registro del Estado Civil:

1. El nacimiento. 2. La constitución y disolución del vínculo matrimonial.
3. El reconocimiento, constitución y disolución de las uniones estables
de hecho. 4. La separación de cuerpos. 5. La filiación. 6. La adopción.
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7. La interdicción e inhabilitación. 8. La designación de tutores, curadores
y consejos de tutela. 9. Los actos relativos a la adquisición, opción, renun-
cia, pérdida y recuperación de la nacionalidad venezolana y nulidad de la
naturalización. 10. El estado civil de las personas de los pueblos y comu-
nidades indígenas, nombres y apellidos, lugar de nacimiento, lugar donde
reside, según sus costumbres y tradiciones ancestrales. 11. La defunción,
presunción y la declaración de ausencia, y la presunción de muerte. 12. La
residencia. 13. Las rectificaciones e inserciones de actas del estado civil.
14. La condición de migrante temporal y permanente, pérdida y revoca-
ción de la misma. 15. Los demás actos y hechos jurídicos, relativos al
estado civil de las personas previstos en las demás leyes, reglamentos 
y resoluciones dictadas por el Consejo Nacional Electoral.

Como se deduce de la lectura de la anterior disposición, existen diversos
hechos y actos que son susceptibles de ser inscritos en el Registro, siendo que
además la indicación es meramente enunciativa, aunque con una marcada
finalidad didáctica168.

168 Si bien el Código Civil estructuraba sus normas alrededor de los tres acontecimientos
cardinales, como lo son: el nacimiento, el matrimonio y la defunción, ello no restaba
valor a otros hechos y actos que igualmente el Código obligaba a su registro a través
de disposiciones dispersas que aún mantienen su vigencia, de allí que se observa que
con la regla antes reproducida se persiguen fines pedagógicos al organizar los princi-
pales hechos y actos a inscribir. MARÍN ECHEVERRÍA: ob. cit. (Derecho Civil I perso-
nas), p. 97, deduce: «Las disposiciones contenidas en los artículos 445, 472, 475 y
502 del Código Civil nos indican cuáles son los actos que deben inscribirse en el
Registro del Estado Civil y que, enumerados en el mismo orden, son los siguientes:
los nacimientos, los reconocimientos y las adopciones; los matrimonios y las senten-
cias que declaren su existencia, la nulidad o disolución; las defunciones, las senten-
cias de rectificación de cualquiera de las partidas de nacimiento, matrimonio y de
defunción». También se debe destacar como antecedentes mediato de la norma bajo
foco, el artículo 63 de la Ley de Registro Público y del Notariado (Gaceta Oficial de
la República Bolivariana de Venezuela Nº 37333, del 27-11-01), el artículo 67 de la
Ley de Registro Público y del Notariado (Gaceta Oficial de la República Bolivariana
de Venezuela Nº 5833 extraordinario, del 22-12-06), siendo necesario recordar que
esta última regla fue expresamente derogada por la Ley Orgánica de Registro Civil.
Por su parte, el artículo 66 que regula los actos objeto de inscripción en el Registro
Principal posee otro contenido en la actual Ley de Registros y del Notariado de 2014.
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Ahora bien, se reitera, que la enumeración anterior no implica que la Ley
Orgánica de Registro Civil le dedique un estudio especializado a cada institu-
ción, ya que en muchos casos la inscripción del suceso es un efecto colateral
del instituto, relegando su regulación a las leyes sustantiva, verbi gratia: en el
Código Civil se norma todo lo referente a la tutela, la disolución del vínculo
matrimonial, la interdicción e inhabilitación y la ausencia; por su parte, la adop-
ción se encuentra reglada en la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas
y Adolescentes. Por lo dicho, la Ley Orgánica de Registro Civil únicamente dis-
ciplina las formas mediante las cuales se asientan los anteriores actos en el
Registro. Entonces, no corresponde aquí para los fines propuestos examinar con
detalle cada figura jurídica que tiene acceso al Registro del Estado Civil169.

2.5. Caracteres del Registro del Estado Civil

Como se indicó supra, al lado de los principios existen otras figuras que tie-
nen como función facilitar el entendimiento del fenómeno jurídico, mas no se
expresan a través de una norma jurídica, sino que son fórmulas que los juris-
tas observan de determinada institución y destacan con la intención de esta-
blecer diferencias entre una figura y otras. En el Registro del Estado Civil, se
advierte igual manifestación, y en tal orden la doctrina ha identificado en
dicha institución determinados caracteres, cualidades o condiciones que lo
delimitan y al mismo tiempo lo diferencian de otros institutos o modelos.

En efecto, si se analiza el Registro del Estado Civil, regulado en el Código
Civil, se visualizaría cristalinamente unos caracteres que lo diferenciaría de
cualquier otra actividad de recolección de datos170, también las mismas podrí-
an fijar una división nítida entre el modelo venezolano y otro foráneo, o como

También, puede apreciarse un antecedente en el artículo 1 de la Ley de Registro Civil
de 1957 de España; el cual se reproduce con variantes en el artículo 4 de la Ley
20/2011, citada supra.

169 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit., (Manual de Derecho Civil I…), pp. 249-260, breve
referencia a las actas del estado civil –y, por ende, a los hechos y actos registrables–.

170 Cfr. AGUILAR GORRONDONA: ob. cit. (Derecho Civil…), pp. 103 y 104, habla de «com-
pleto, centralizado y público» como condiciones ideales, siendo que el Registro del
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en este aparte se quiere resaltar, una distancia entre el diseño establecido en el
Código y el arquetipo bosquejado por la Ley Orgánica de Registro Civil.

2.5.1. Sistematizado

Uno de los aspectos más importantes incorporados en la Ley Orgánica de
Registro Civil, es el de postular una estructura del Registro visualizada en dos
niveles: en un primer enfoque a través de la organización de los órganos y
entes que participan dentro de la actividad y, por otro, refiriéndose a los
hechos y actos que se inscriben. En este apartado se hará referencia a la orga-
nización del catastro en cuanto a sus órganos y, en el siguiente epígrafe, a la
organización de los actos registrables de forma «centralizada».

Ciertamente, el Registro del Estado Civil se encuentra actualmente estructu-
rado en un organigrama que bosqueja las diversas atribuciones de cada uno
de los sujetos de la Administración Pública que participan en su formación y
su supervisión. Así pues, se diseñó un complejo mapa de entes que desempe-
ñan funciones atinentes al Registro, comenzando con el Consejo Nacional
Electoral que ejecuta las diligencias de rectoría, añadiéndose los demás órganos
subordinados –comisión, oficinas, unidades, etcétera– que participan activa-
mente en el proceso de recolección de los datos registrables, igualmente inter-
actúan entes que integran otros Poderes Públicos –ministerios y tribunales–,
que asisten en acciones de cooperación.

Sin entrar en detalle sobre cada uno de los sujetos que participan en la ade-
cuada recopilación de los datos que integran el Registro del Estado Civil, que
ya fueron comentados supra, salta a la vista la existencia de un Sistema com-
plejo, que supera con creces el modelo del Código Civil el cual descansaba
en personeros que no tenían ningún mecanismo de acoplamiento.

En palabras más precisas, anteriormente las funciones principales del Regis-
tro descansaban en entes estatales o municipales que no contaban con ningún

Estado Civil establecido en el Código Civil –a juicio del autor citado– es incompleto,
disperso y público.
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enlace orgánico, lo que ocasionaba una desarticulación operativa grave,
exempli gratia, un prefecto o jefe civil del estado Mérida171, podía actuar de
una forma totalmente distinta a su homólogo de Caracas; ello por la única
razón que no concurrían instrumentos de coordinación, y más allá del hecho
cierto que la Ley regulaba un procedimiento idéntico, en la praxis cada quien
era un verdadero autócrata172. En fin, la diversidad de interpretaciones, auna-
do a las limitaciones profesionales de los encargados del Registro, introducí-
an distorsiones nada afables, que un modelo fundado en la dispersión no
permitía solventar adecuadamente173.

Lo expuesto queda corregido con la Ley Orgánica de Registro Civil –al
menos en teoría–, dado que entre sus objetivos postula: «Crear un Sistema
Nacional de Registro Civil automatizado» (artículos 2 N° 3, 16 y ss. de la

171 DUQUE SÁNCHEZ, José Román: Comentarios jurídicos. Academia de Ciencias Políti-
cas y Sociales. Caracas, 1982, p. 183, recopila una muestra simbólica de partidas
levantadas en la provincia que son un claro ejemplo de lo que no debe hacerse, se
transcribe una de ellas para fines ilustrativos: «7 de junio de 1874: Hoy me ha presen-
tado J. R. un niño recién nacido y expuso: el niño que tengo el honor de presentaros
señor Jefe Civil, es hijo legítimo de mi esposa J. D. y yo; el niño tiene por nombre
Pedro, por haber nacido el día de San Pedro, por lo que tengo sospecha me salga
correlón y juilón, pues nació a la hora de las carreras…».

172 Define Mario STOPPINO, que «Una autocracia es siempre un gobierno absoluto», «la
autocracia comporta que el jefe de gobierno sea de hecho independiente, no solo de
los súbditos, sino también de otros gobernantes», citado en CABALLERO, Manuel:
Revolución, reacción y falsificación. 2ª, Editorial Alfa. Caracas, 2007, p. 42.

173 OBANDO SALAZAR: ob. cit. (El Registro del Estado…), pp. 34, 36 y 37, sostiene sobre el
modelo del Código Civil que «desde la creación del Registro Civil, ha prevalecido el sis-
tema de la dispersión de oficinas», situación que, a su vez, se agrava al no estar atribuida
la competencia a funcionarios especializados, «trayendo como lamentable saldo, al lado
de la deficiencia de nuestro ordenamiento del Registro Civil, un pésimo funcionamiento de
la institución», por tanto advierte: «En el plano teórico, lo deseable sería que la actividad
registral estuviese adscrita a organismo dedicado preferentemente a este servicio, lo que
en definitiva originaría o daría lugar a la presencia de un personal experto y técnico, con-
forme con el carácter de la institución». Cfr. TRUJILLO GUERRA: art. cit. («Reseña de legis-
lación…»), p. 105, quien comenta que el «Sistema de Registro Civil que tradicionalmente
se llevaba en Venezuela, caracterizado por su casi nula centralización –por cuanto era
principalmente dependiente de las municipalidades–, su ineficacia, poca uniformidad
y evidente atraso respecto a regímenes y técnicas más modernas de registro».
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Ley, en conexión con los artículos 10 y ss. del Reglamento). Así, en breve
esbozo, el Sistema Nacional pretende articular los distintos órganos del Esta-
do en la ejecución de las actividades atinentes al Registro Civil y con ello
conformar un archivo confiable y completo sobre los principales hechos y
actos relevantes al estado civil, así como también sobre determinadas cir-
cunstancias que afectan el padrón electoral. Para tal propósito, centraliza el
mayor número de actos a inscribir en entes subordinados al órgano rector y
establece la participación de otros sujetos públicos como coadyuvantes, prin-
cipalmente suministrando información complementaria. A su vez, crea enér-
gicos mecanismos de seguimiento y control de la actividad registral, lo cual
permite garantizar la uniformidad en los asientos, así como la hermenéutica
de las normas que regulan el Sistema.

Entonces, el carácter sistemático del Registro del Estado Civil busca consolidar
un fin superior, que viene representado por la prueba de determinados elemen-
tos que integran el estado civil y, en consecuencia, permite ejercer los derechos
subjetivos que de ellos se deducen. A través del mismo se persigue crear un cli-
ma de armonía entre los diferentes entes que participan en estas funciones y
desarrollar dos principios como son el de legalidad y el de colaboración entre
los órganos de los Poderes Públicos (artículos 136 y 137 de la Constitución de
la República Bolivariana de Venezuela). En fin, con la nueva organización 
de los sujetos actuantes del Registro del Estado Civil, se persigue una unifor-
midad de criterios que garantice la coordinación de esfuerzos, con énfasis en
los derechos del individuo, evitando el cabalgamiento de competencias174.

2.5.2. Centralizado

En relación con la recopilación de la información que componen el Registro, se
ha operado bajo la idea de «unidad»175 o «centralización», elemento que gira

174 Por ello, CRETELLA JUNIOR: art. cit. («Los principios fundamentales…»), p. 452,
comenta que la Administración representa «una vasta red constituida de redes entre-
lazadas dirigiendo el conjunto para determinado fin, que debe traducirse, en último
análisis, en interés público».

175 En España, se ha discutido sobre la «unidad del Registro Civil», pero desde otro enfo-
que, concretamente, en relación con la distribución de las competencias jerárquicas
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entorno a la persona, es decir, todos los hechos o actos referidos a un sujeto en
particular, son atados al mismo de forma tal que se mantenga una armonía inter-
na con su incorporación (artículo 10 de la Ley Orgánica de Registro Civil)176.

Un ejemplo puede iluminar el escenario planteado: con la inscripción del
nacimiento u otro acto de inicio (artículo 55 eiusdem), se forma un «expe-
diente civil» que va a reunir o compilar todos los datos posteriormente asen-
tados referidos a dicho sujeto: matrimonio, residencia, defunción, entre otros.
Lo descrito, obviamente cumple funciones que son más que evidentes, verbi
gratia: facilitar la «posibilidad de un conocimiento real y efectivo» del estado
civil del sujeto, ya que al estar los asientos interconectados y centralizados,
se abre la puerta para su sencilla ubicación y, en definitiva, para el cumpli-
miento del «Principio de eficacia administrativa» (artículo 7 Lex cit.).

Indudablemente, lo narrado es un cambio sustancial en relación con el modelo
de registro regulado en el Código, el cual fue reiteradamente criticado por la
doctrina, señalando que ostentaba como falla, que lo hacía inviable, el de ser
segmentado o disperso177, entonces, por medio del carácter en comentario 
–ampliamente desarrollado en el texto de la Ley por los artículos 54 y ss.– y
sumado a la cualidad de registro automatizado, se persigue responder al añejo
reproche y superar dichos obstáculos que afectaba la prestación del servicio.

del Poder Público, sosteniéndose que lo referente a la legislación civil y registro está
reservado al Estado y las actividades materiales de ejecución están delegadas a las
regiones autonómicas. Cfr. MARÍN LÓPEZ: art. cit. («La ordenación de los registros…»), 
pp. 112 y ss. En Venezuela, no se ha planteado este tema por ser tradicionalmente un
Estado centralista; en todo caso, véase el artículo 156 N° 32 de la Constitución.

176 Comenta LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), p. 291, que
con el modelo español se pretende «que el registro individual de cada persona sea el
soporte en el que se inscribirán o anotarán, continuada, sucesiva y cronológicamente,
todos los hechos y actos que atañen al estado civil».

177 Cfr. ob. cit. (Código Civil de Venezuela artículos 445 al 463), pp. 68 y ss. OBANDO

SALAZAR: ob. cit. (El Registro del Estado Civil), p. 35, habla de dos modelos: «En el
sistema del folio real, los hechos del estado civil pertenecientes a una sola persona se
dispersan en distintos folios y libros, tantos como la ley ordena llevar, quedando regis-
trados en diversas oficinas y en el lugar en que los mismos acontecieron», modelo
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Esta cualidad está muy relacionada con el principio general de la dignidad
humana, ya que persigue que el centro de atención sea el individuo178, y por
ello todos estos datos sí van a tener una utilidad es para hacer más fácil el dis-
frute y goce de los derechos subjetivos que el Registro del Estado Civil per-
mite probar con mayor facilidad. En otros términos, las personas no están al
servicio del Registro, él está al servicio del ciudadano y se crea para facilitar
el ejercicio de derechos fundamentales, tales como identidad e identificación
(artículo 2 N° 1), así como coadyuvar en el disfrute de derechos familiares,
nacionalidad, protección a la infancia, protección de los datos personales,
honor, intimidad, vida privada, políticos, entre otros.

2.5.3. Automatizado

La incorporación de la tecnología en la actuación de la Administración Pública
es un hecho que no admite refutación; cada día es más palpable la necesidad
de auxiliarse con medios telemáticos para dar respuesta «adecuada y oportuna»
a los requerimientos de los administrados, de allí que incluso se hable del
«Gobierno en línea»179, lo cual además se encuentra en perfecta concordancia
con lo dispuesto en los artículos 6 Nº 1; 9 y 11 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública, así como en lo establecido en el artículo 13 de la Ley
Orgánica de Registro Civil.

representado por el Código Civil. Por su parte, la Ley Orgánica de Registro Civil
sigue el «sistema de folio personal», que, según el autor citado, consiste en que «todos
los acontecimientos que repercuten en el estado de una persona deben condensarse en
torno de la partida de nacimiento, reservándose en la misma espacio suficiente para
concentrar el historial completo de su estado civil». Ahora, facilitando el proceso de
aglutinamiento de información el arquetipo de archivo automatizado y digital.

178 Como recuerda LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), p. 265,
«la persona constituye la columna vertebral del Registro Civil».

179 Un ejemplo de la referida tendencia puede observarse en la Ley Orgánica del Tribunal
Supremo de Justicia. Léase con provecho el trabajo de BELANDRIA GARCÍA, José
Rafael: «Las tecnologías de la información y la comunicación en la Ley Orgánica del
Tribunal Supremo de Justicia». En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Políticas. Nº 136. UCV. Caracas, 2012, p. 92, concretamente comenta: «La aplicación
de las tecnologías en referencia al sector público es lo que ha dado origen a la llamada
Administración Pública electrónica o simplemente e-Administración».
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Bajo el anterior prisma, la Ley Orgánica de Registro Civil desenvuelve como
elemento cardinal de la actividad de Registro del Estado Civil la automatiza-
ción de los asientos180, lo cual se logra necesariamente a través de la incorpo-
ración de medios o herramientas tecnológicas. Específicamente, el legislador,
después de indicar la creación de un Sistema Nacional automatizado, expresa
en su artículo 46 de la Ley, que: «El Registro Civil acoge el sistema de archivo
mixto, el cual comprenderá uno digital y automatizado, y otro físico…», en el
caso del denominado «archivo digital y automatizado» se almacenarán todas
las inscripciones que se realicen en el Registro del Estado Civil, añadiendo:
«Los asientos contenidos en este archivo tendrán la eficacia probatoria que la
ley otorga a los documentos públicos» (artículo 47 eiusdem)181.

De lo expuesto hasta hora conviene puntualizar que, si bien el Sistema es pre-
ferentemente automatizado e interconectado, ello no obsta que, a su vez, se
componga de un soporte físico, representado por los tradicionales libros 

180 Como destaca el propio CNE: «La automatización del Registro supone un proceso de
digitalización de todo el archivo de Registro Civil de las personas almacenado y el
desarrollo de un sistema automatizado único, que interconecte todas las dependencias
del Registro Civil», con ello se ganaría, en el sentido que «Las personas podrán realizar
los trámites de Registro ante cualquier unidad de Registro Civil, ubicada en el lugar de
su preferencia a través de este sistema, y solicitar las actas que así requieran, sin los
inconvenientes que se generaban por la rigidez del anterior sistema de Registro Civil, en
tiempo y espacio, y en armonía con los adelantos y las tendencias más recientes en
materia de Gobierno Electrónico», El Registro Civil en Venezuela. CNE. Caracas, 2011,
pp. 108 y 109. Vid. Ley de Registros y del Notariado: «Artículo 2.- (…) Para el cumpli-
miento de las funciones registrales y notariales de las formalidades y solemnidades de
los actos o negocios jurídicos, se aplicarán los mecanismos y la utilización de los
medios electrónicos consagrados en la ley» y «Artículo 24.- (…) El proceso registral 
y notarial podrá ser llevado a cabo íntegramente a partir de un documento electrónico».

181 Lo indicado se encuentra en sintonía con lo dispuesto por la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública para los órganos de archivo interno de cualquier ente de la Adminis-
tración: «Artículo 151.- Incorporación de nuevas tecnologías. Los órganos y entes de la
Administración Pública podrán incorporar tecnologías y emplear cualquier medio
electrónico, informático, óptico o telemático para el cumplimiento de sus fines. Los
documentos reproducidos por los citados medios gozarán de la misma validez y efi-
cacia del documento original, siempre que se cumplan los requisitos exigidos por ley
y se garantice la autenticidad, integridad e inalterabilidad de la información».
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–aunque claro está con variables como el de ser de hojas sueltas–, lo dicho se
traduce en un archivo híbrido, pero preponderantemente digital. Queda en
evidencia la actualización del modelo registral a los tiempos modernos, así
como la duda sobre bajo qué criterios o pautas se procederá a digitalizar toda
la información referida al Registro del Estado Civil182.

2.5.4. Completo

Aunque la denominación de la Ley especial que regula esta materia se decanta
por la de «Registro Civil», siguiendo la nomenclatura constitucional (artículos
292 y 293 N° 7), es claro que el registro gira fundamentalmente alrededor de
todos los hechos y actos que son relevantes para el estado civil de las perso-
nas183, aunque también puede desarrollar otras funciones accesorias.

182 Vid. los artículos 51, 52, 63, 64 al 72, 74, 78, 82 de la Ley Orgánica de Registro Civil
donde se desarrolla el principio en comento y en especial la Disposición Transitoria
Sexta. En todo caso, vale comentar que, según la información del Consejo Nacional
Electoral, suministrada en su página web en el 2013, se preparó un «Proyecto de digi-
talización de las actas del Registro Civil», el cual busca digitalizar las actas de naci-
miento, defunción, matrimonios y uniones de estable de hecho ocurridas en el país
desde 1990 hasta la actualidad, http://www.cne.gob.ve/registrocivil/index.php/deta-
lle_noticia?id=3108.

183 De allí que PUIG PEÑA, Federico: Compendio de Derecho Civil español (parte general).
Tomo I. 3ª, Ediciones Pirámide. Madrid, 1976, p. 381, defina al Registro Civil como
«aquella institución cuya finalidad sustancial consiste, aparte de otros cometidos
menos transcendentes, en hacer constar de modo auténtico los hechos relativos al esta-
do civil de las personas». Concepto este último que es bastante dúctil; así lo corrobora
DÍAZ FRAILE al señalar «el estado civil, es un concepto abierto y dinámico», añadiendo:
«Hay que pensar que el elenco de hechos relativos al estado civil inscribibles es muy
amplio y afectado por una normativa muy compleja que va desde el Derecho de
Familia, con fuentes de producción normativa estatal, autonómica e internacional a
través de convenios y tratados internacionales, hasta el denominado Derecho Registral
Internacional, en el que convergen con frecuencia conflictos móviles, intertemporales
e interterritoriales, con una importantísima presencia durante los últimos años de ele-
mentos personales de extranjería como consecuencia del creciente fenómeno de la
inmigración», DÍAZ FRAILE, Juan María: «Nota introductoria». En: Boletín de Infor-
mación (Informatización de los Registros Civiles INFOREG 2.0). Ministerio de Jus-
ticia. Madrid, 2005, p. 10. En todo caso, con este principio se supera una crítica
reiterada de la doctrina al vetusto sistema, así OCHOA GÓMEZ, Oscar E.: Derecho Civil I:



El Registro del Estado Civil96

Así pues, el registro es completo y primordialmente sobre los hechos y actos
que afectan el estado civil, añadiéndose tangencialmente otros datos que se
requieren para formar el catastro electoral, igualmente la recopilación 
de información es útil para elaborar estadísticas públicas184. De lo enunciado
se deduce que la mayor parte de las circunstancias inscritas tocan al status
civile del ciudadano y en menor medida situaciones que tienen relevancia con
el padrón electoral y más concretamente con los derechos políticos de las
personas. Sobre el particular HUNG VAILLANT destaca:

Se dice que un sistema de Registro del Estado Civil es completo cuando el
mismo comprende la totalidad de los actos y hechos referentes a las per-
sonas, que puedan tener relevancia en relación con sus estados civiles. En
otras palabras, para poder ser calificado como completo el Registro no
puede limitarse a inscribir solamente los nacimientos, los matrimonios y
las defunciones, sino comprende además, todos aquellos actos o hechos
que determinan y modifican los estados civiles de las personas; tales
como las adopciones y, en general, los cambios en la filiación, las inca-
pacidades, los cambios de nacionalidad, la organización de tutelas y

personas. UCAB. Caracas, 2006, p. 420, citando a PLANIOL comenta que el Registro
Civil: «Deberían contener la constatación de todos los hechos y actos que ellos crean 
o modifiquen el estado de las personas. Es de necesidad que ellos se presenten como
una lista completa»; cuando ello no ocurre se origina «la insuficiencia de organización».

184 Por lo indicado, la presidenta de la Comisión de Registro Civil y Electoral sostiene
que el modelo de registro contenido en la Ley Orgánica de Registro Civil «se conver-
tirá en herramienta que servirá al Estado en función del diseño de políticas públicas
en materia de salud, educación, seguridad social e identificación, a través de datos
demográficos que de este es posible abstraer», ob. cit. (El Registro Civil en Venezuela), 
p. 10. MARÍN ECHEVERRÍA: ob. cit. (Derecho Civil I personas), p. 98, indica al respec-
to: «tener conocimiento ordenado y sistemático de todos y cada uno de los actos que
se hacen constar en el Registro del Estado Civil» permite que «con ese conocimiento se
le facilitará el cumplimiento de otros deberes: de salud, de educación, de seguridad,
etc. Por lo que la finalidad alcanza también el ámbito de la estadística». En efecto,
indican ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), pp. 19
y 20, «el objeto del Registro Civil consiste en la inscripción de los hechos que afectan
al estado civil, pero este objeto general es ampliado (…) a aquellos otros hechos que
determina la ley».
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curatelas, y otros que pudieren ser relevantes a los efectos de una perfecta
identificación de los individuos185.

Tener claro la presente cualidad es fundamental para precisar qué hechos deben
ser inscritos, más allá de la enumeración que efectúa el artículo 3 de la Ley
Orgánica de Registro Civil, ya que, como se desprende de su lectura, la norma
únicamente expone un catálogo enunciativo, pero para nada rígido o cerrado186.
Efectivamente, el numeral 15 del artículo 3 citado, señala que deben inscribirse
en el Registro del Estado Civil: «Los demás actos y hechos jurídicos, relativos
al estado civil de las personas previstos en las demás leyes, reglamentos y reso-
luciones dictadas por el Consejo Nacional Electoral». Luego, puede concluirse
que para registrar supuestos no indicados expresamente en el cuerpo de la dis-
posición examinada se exigirá como mínimo llenar los siguientes requisitos: 
i. Que sea un hecho o acto que de manera diáfana concierne al estado civil187, 
ii. que surja de una necesidad de mantener la unidad con los demás datos
registrados de la persona y iii. que su archivo se deduzca de determinado
instrumento normativo, en atención al principio de legalidad188.

185 HUNG VAILLANT, Francisco: Derecho Civil I. 5ª, Vadell Hermanos Editores. Caracas,
2015, pp. 151 y 152.

186 Indica DÍAZ FRAILE: ob. cit. («Nota introductoria»), p. 10, refiriéndose al Derecho ibé-
rico –pero perfectamente extensible al ordenamiento patrio–, «No era fácil cubrir con
pretensión de exhaustividad todos los casos posibles y en todas sus modalidades ima-
ginables, y no lo era porque nuestro sistema registral civil si bien no lo es de numerus
apertus, tampoco es un sistema de numerus clausus perfecto, según se desprende de
un atento examen del artículo 1 de la Ley del Registro Civil toda vez que no se limita
a disponer la inscripción de los actos y hechos expresamente previstos por la Ley, sino
en general de ‘cualquier hecho concerniente al estado civil de las personas’».

187 Cfr. PENSADO TOMÉ, Antonio: «¿Hacia una invasión administrativa del folio de naci-
miento?». En: Boletín del Ministerio de Justicia. Nº 583. Madrid, 1963, p. 6, «Si el
Registro Civil es el registro del estado civil de la persona, es evidente que solo
aquellos hechos que le constituyen, le modifican o extinguen deben tener acceso al
mismo», y añade que no se debe pretender «que el Registro Civil se convierta en
una especie de cajón de sastre donde se entremezclen, bajo el único lazo común de la
unidad del titular, todas esas situaciones completamente ajenas, no ya al estado civil,
sino incluso al Derecho Civil mismo».

188 OBANDO SALAZAR: ob. cit. (El Registro del Estado Civil), p. 42, expresa su opinión
sobre este aspecto: «al Registro únicamente tiene acceso los hechos y cualidades de
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Los elementos condicionantes indicados deben necesariamente concurrir para
hacer uso de la cláusula enunciativa arriba comentada, ya que al ser un registro
de carácter «público» la recopilación de información no tocante directamente
al estado civil puede poner en peligro otros derechos constitucionalmente pro-
tegidos como los derechos a la vida privada e intimidad (artículo 60 de la
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela)189. Verbi gratia, no
podría asentarse en el Registro del Estado Civil datos referente a las rentas
generadas por el particular, ya que ello a todas luces excede el concepto de
estado civil y generaría probablemente un daño irremediable a las facultades
constitucionales antes indicadas, de allí que se reclame mucho tino a la hora
de incorporar datos al Registro a través de la referida disposición.

2.5.5. Intervención activa del registrador

En el modelo de Registro establecido por el Código Civil, se le concedía un
rol muy pasivo al registrador, en el sentido de que sus funciones eran básica-
mente la de constatar el cumplimiento de los requisitos y formalidades de los
actos y, en sintonía, inscribirlos en los libros respectivos190. Tal escenario

estado previamente determinados por los preceptos legales; el funcionario solamente
da ingreso al Registro cuando constara la veracidad del acontecimiento, y realizado el
asiendo con las formalidades de rigor, goza de una fuerza probante erga omnes».

189 Vid. CONTRERAS DE MOY, Aura Maribel: «A propósito del artículo 60 de la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela». En: Revista de Derecho de la Defensa
Pública. Nº 1. Caracas, 2015, pp. 69 y ss. www.ulpiano.org.ve.

190 DOMINICI: ob. cit. (Comentarios al Código…), t. I, p. 539, lo reseñaba con la siguiente
formula: «Su oficio es puramente pasivo, y debe limitarse a lo que se le exponga». Lo
indicado tienen una justificación en el hecho de que nuestro modelo sigue el tipo fran-
cés en el cual, según LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 19, «el Registro no
se rectifica a sí mismo, los asientos registrales no pueden modificarse sino en virtud de
resoluciones judiciales». El anterior esquema comienza a variar sensiblemente en princi-
pio a través de la reforma de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas 
y Adolescentes de 2007 que incorpora un mecanismo de rectificación administrativa,
y actualmente en la Ley Orgánica de Registro Civil que lo regula ampliamente. Estos
cambios hacen que nuestro sistema «vigente» se acerque más al sistema español donde,
según LUCES GIL, «se le atribuye a los órganos registrales una amplia función en orden a
la rectificación y corrección de los asientos, a través de los expedientes registrales» (ibíd., 
p. 20). Vid. VARELA CÁCERES: art. cit. («La rectificación de las actas…»), pp. 361 y ss.
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varía sustancialmente con la Ley Orgánica de Registro Civil, en el sentido de
que al fortalecerse la figura del registrador como funcionario especializado en
la materia, donde además se establecen normas jurídicas que regulan su for-
ma de proceder de una manera más activa, concediéndole facultades de califi-
cación que superan la de simple veedor de la legalidad191; exempli gratia,
en lo concerniente a la determinación o modificación de nombre propio192,
rectificaciones de actas por yerros materiales193, entre otras, hacen que el rol
del actual registrador sea mucho más dinámico que el de su antecesor represen-
tado por el prefecto o el jefe civil.

Por su parte, la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la
Paternidad en su singular «procedimiento» de establecimiento de filiación,
le concede amplias facultades al registrador para efectuar las pesquisas que
permitan determinar el vínculo paterno debatido dentro de un trámite admi-
nistrativo (artículos 21 y ss.)194.

191 Vid. artículo 41 de la Ley de Registros y del Notariado, donde se hace referencia a la
«función calificadora». Al comentar la Ley de Registro Público y del Notariado de
2001, señala URDANETA FONTIVEROS: ob. cit. (Estudio de Derecho…), pp. 35 y 45, «La
ley atribuye al registrador la atribución de examinar el título cuya inscripción se le soli-
cita con el objeto de verificar el cumplimiento de los requisitos legales de fondo y de
forma necesarios para su ingreso en el Registro», entonces «el registrador en ejercicio
de su función calificadora deberá negarse a inscribir un título incompatible con uno pre-
viamente registrado; esto, desde luego, no prejuzgará acerca de la validez del título ins-
crito ni de aquel al que se le deniegue la inscripción». En todo caso, se recuerda que,
según la Ley Orgánica de Registro Civil, aquellas actas que sean contrarias a la Ley 
o que se inscriban por duplicado son nulas (artículo 150). Afirman ARRIBAS ATIENZA

y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), p. 78, «La calificación registral: Es
la valoración que debe efectuar el registrado de los títulos de inscripción para determi-
nar si procede o no la práctica del asiento correspondiente. Es consecuencia del princi-
pio de legalidad y exactitud registral y presupuesto lógico de la eficacia probatoria
atribuida a las inscripciones, que tienen el valor de verdaderos títulos de legitimación de
estado. Opera como un filtro que impide el acceso al Registro de hechos no debidamente
comprobados o inexactos o de actos jurídicos ineficaces o defectuosos».

192 Cfr. VARELA CÁCERES: art. cit. («El nombre civil…»), pp. 264-270.
193 Vid. VARELA CÁCERES: art. cit. («La rectificación de las actas…»), p. 343.
194 Consultase igualmente los artículos 26 y ss. del Reglamento de la Ley Orgánica de

Registro Civil. Vid. VARELA CÁCERES: art. cit. («La identidad biológica…»), p. 260.
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Todo lo anterior demuestra que, efectivamente, al registrador le corresponde
participar activamente dentro de los trámites de su competencia y con ello se
anhela que el funcionario solvente todas aquellas fallas o debilidades que son
fácilmente apreciables por él en la tramitación de las inscripciones195.

Como colofón a este apartado, se debe mencionar que los anteriores caracte-
res son útiles para facilitar la interpretación de las normas jurídicas que rigen
el Registro del Estado Civil, ya que a través de ellas se puede palpar con niti-
dez el modelo incorporado por el nuevo texto legal y diferenciarlo de los
paradigmas anteriores o de otros instrumentos o prácticas que queden como
reminiscencias del arquetipo establecido según las disposiciones del Código
Civil, lo cual justamente es lo que se desea superar para llevarlo a un sistema
que se ajuste a los derechos fundamentales que garantiza el nuevo Registro
Civil, como son la identidad e identificación.

195 Ocurriría algo similar a lo que menciona SEOANE SPIEGELBERG que, al referirse a fun-
ción notarial española, destaca que esta «constituiría la medicina preventiva, evitando
el nacimiento de conflictos a través de la recepción notarial del consentimiento de los
contratantes, observando las exigencias de forma y velando por el cumplimiento de
las disposiciones legales que disciplinan las válidas relaciones contractuales, mientras
que la actuación de los tribunales de justicia se produce, por el contrario, cuando en
las relaciones convencionales se ha instaurado una patología, que requiere acudir al
órgano jurisdiccional para que restaure el orden jurídico conculcado, acudiendo a las
procedentes declaraciones de nulidad, anulabilidad y resolución», parafraseado en
NIETO ALONSO, Antonia: «Capacidad del menor de edad en el orden patrimonial civil
y alcance de la intervención de sus representantes legales». En: Revista de Derecho
Civil. Vol. III, Nº 3. Madrid, 2016, http://nreg.es/ojs/index.php/RDC, p. 15.


